
DECRETO 31/2015, DE 17 DE MARZO, DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO 

SOBRE AYUDAS PARA LA CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL. 

 

 

El vigente Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para la conciliación de la 

vida familiar y laboral, tiene por objeto la regulación de las ayudas que, en el marco de 

la política de conciliación de la vida familiar y laboral, otorga el Gobierno Vasco, a 

través del Departamento de Empleo y Políticas Sociales, mediante las siguientes líneas 

de actuación dirigidas a las familias: 

 

- Ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia o 

reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos o de hijas (capítulo II). 

 

- Ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia o 

reducción de jornada de trabajo para el cuidado de familiares en situación de 

dependencia o extrema gravedad sanitaria (capítulo III). 

 

- Ayudas por la contratación de personas trabajadoras para el cuidado de hijos o de 

hijas menores (capítulo V). 

 

El citado decreto establece únicamente respecto de las ayudas reguladas en su capítulo 

V, esto es, las ayudas por la contratación de personas trabajadoras para el cuidado de 

hijos o de hijas menores, requisitos económicos para acceder a las mismas, los cuales 

atienden a criterios de renta familiar estandarizada. 

 

En este sentido, la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, de Apoyo a las Familias, 

partiendo de la existencia de realidades familiares muy diversas, prevé la necesidad de 

establecer sistemas de estandarización de la renta familiar que permitan dar un trato 

más equitativo a los distintos tipos y situaciones familiares y que serán aplicables a las 

ayudas económicas o a los servicios de apoyo a las familias en los que el nivel 

económico de renta de la unidad familiar actúe, bien como condición de acceso, bien 

como criterio para la determinación de la cuantía de la prestación o de la cuantía de la 

participación económica en el pago del servicio. Estos sistemas de estandarización de 

las rentas familiares consisten en sistemas de equivalencias capaces de ponderar la 

renta en función no sólo del número de miembros de la unidad familiar, sino también 

de la composición de esta unidad, partiendo de considerar que un mismo nivel de 



ingresos no ofrece la misma capacidad económica, en términos de poder adquisitivo y 

de nivel de vida, a unidades familiares con diferente composición. 

 

Esta previsión tiene su traslación al artículo 6 del citado texto legal, donde 

expresamente se establece que el sistema concreto de estandarización se determinará 

reglamentariamente por la administración o departamento que gestione la ayuda o 

servicio en función de su naturaleza, y, en concreto, por lo que al ámbito de las 

políticas de familia se refiere, añade en su párrafo segundo que para las ayudas que 

sean homólogas se establecerá el mismo sistema de estandarización de la renta 

familiar y los mismos umbrales de acceso. 

 

En aras del contenido de la citada disposición, y atendiendo al término “homólogas”, se 

concluye la necesidad de que todas las ayudas económicas dirigidas a las familias, que 

tengan por finalidad facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral, y que vienen 

establecidas en el Capítulo II del Título II de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, de 

Apoyo a las Familias, se determinen de acuerdo a unos mismos criterios. 

 

Más aún, si se tiene en cuenta que con todas ellas se persigue un mismo objeto, y que 

en términos del artículo 11 del citado texto legal se traduce en el hecho de compensar, 

al menos parcialmente, la pérdida de ingresos originada por una excedencia laboral o 

una reducción de jornada de trabajo para el cuidado de los hijos e hijas menores de 

edad o de las personas en situación de dependencia, o a contribuir al pago de los 

gastos originados por la contratación de una persona para el cuidado, a domicilio, de 

los mencionados hijos o hijas, con independencia del modelo de conciliación de la vida 

familiar y laboral por el que hayan optado. 

 

Todo ello atendiendo, además, a que uno de los principios inspiradores de la política 

familiar de la Administración General de la Comunidad Autónoma Vasca, de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley de Apoyo a las Familias, es el principio de 

elección, en virtud del cual las administraciones públicas vascas están obligadas a 

promover los medios necesarios para facilitar a las familias posibilidades de elección en 

relación con el cuidado y la atención a sus hijos e hijas menores de edad, así como en 

relación con las personas en situación de dependencia. 

 

Siendo esto así, no resuelta congruente que en una de las líneas de ayuda, como es el 

caso de la regulada en el capítulo V del citado Decreto 177/2010, de 29 de junio, se 

apliquen criterios de renta dirigidos a determinar la cuantía de la ayuda, pero no 

suceda lo mismo con las otras dos líneas de ayuda. 



 

Por otro lado, hay que tener en cuenta que en cumplimiento del mandato establecido 

en el artículo 6 de la Ley de Apoyo a las Familias, se aprobó el Decreto 154/2012, de 

24 de julio, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las 

políticas de familia, con el objeto de regular el sistema de estandarización de la renta 

familiar aplicable, entre otras, a las ayudas a personas trabajadoras que se encuentren 

en situación de excedencia o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos 

o de hijas, a las ayudas a personas trabajadoras que se encuentren en situación de 

excedencia o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de familiares en 

situación de dependencia, y a las ayudas por la contratación de personas trabajadoras 

para el cuidado de hijos o de hijas menores, en virtud de lo dispuesto en su artículo 1. 

 

De lo anterior se desprende que el sistema de estandarización de la renta familiar 

resultaría de aplicación a las diferentes líneas de ayudas económicas de apoyo a las 

familias, dirigidas a facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral, arriba citadas, 

siempre y cuando la renta fuese un criterio determinante de la cuantía de la ayuda, 

habida cuenta que el artículo 1 del arriba citado decreto alude expresamente a las 

actuaciones subvencionables contempladas en los apartados a), b) y d) del artículo 12  

de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre. 

 

La aprobación del Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia implicó, 

además, la primera modificación del articulado del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral; en concreto, del párrafo 

primero del artículo 3 y del párrafo tercero del artículo 40, este último afectaba a la 

línea de ayudas a personas trabajadoras por la contratación de personas trabajadoras 

para el cuidado de hijos o de hijas menores desarrollada en su Capítulo V. 

 

Partiendo de lo anterior, la modificación principal que introduce este decreto en las 

ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral, es la aplicación del criterio de 

la renta familiar estandarizada en las líneas de ayudas a personas trabajadoras que se 

encuentren en situación de excedencia o reducción de jornada de trabajo para el 

cuidado de hijos o de hijas, y a personas trabajadoras que se encuentren en situación 

de excedencia o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de familiares en 

situación de dependencia o extrema gravedad sanitaria, así como de los mismos 

umbrales de acceso en todas las líneas de ayudas a las que resulta de aplicación dicho 

criterio, como factores que van a determinar la concreta cuantía de la ayuda que 

corresponda a las personas beneficiarias de las mismas. Todo ello, en aplicación de lo 

dispuesto en el artículo 6.2 de la Ley de Apoyo a las Familias, a la vista del cual en el 

ámbito de las políticas de familia, para las ayudas que sean homólogas se establecerá 

el mismo sistema de estandarización de la renta familiar y los mismos umbrales de 



acceso, y de acuerdo con la regulación prevista en el Decreto 154/2012, de 24 de julio 

, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas 

de familia. 

 

Por otro lado, con la aprobación del Real Decreto-ley 16/2013, de 20 de diciembre , de 

medidas para favorecer la contratación estable y mejorar la empleabilidad de los 

trabajadores, se amplía el supuesto de reducción de jornada por razones de guarda 

legal de personas menores de ocho años previsto en el Estatuto de los Trabajadores, a 

las personas menores de doce años. 

 

Con ocasión de la modificación anterior, se adecua a ese nuevo marco legal el 

contenido de las situaciones subvencionables al amparo del capítulo II del Decreto 

177/2010, de 29 de junio . Como consecuencia de ello, y a fin de que la modificación 

realizada sea realmente efectiva para las personas trabajadoras que se acogen a una 

reducción de jornada por motivos de guarda legal, se modifican también los límites 

máximos subvencionables previstos en el artículo 9 del citado decreto. 

 

Dicha modificación se guía por lo dispuesto en el artículo 4 apartado e) de la Ley de 

Apoyo a las Familias, en virtud del cual la política familiar de la Comunidad Autónoma 

del País Vasco y el conjunto de medidas articuladas en su marco deben perseguir, 

entre otros objetivos, la contribución “al afianzamiento de la corresponsabilidad de 

hombres y mujeres en el ámbito familiar, en particular en el cuidado y educación de 

los hijos e hijas menores de edad y en la atención a las personas que se encuentren en 

situación de dependencia”; ello en consonancia con uno de valores fundamentales que 

debe inspirar la política familiar de la Comunidad Autónoma del País Vasco, como es el 

de la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres y corresponsabilidad de 

ambos miembros de la pareja, consagrado en el artículo 3.1 apartado d) del mismo 

texto legal. 

 

En aplicación de lo anterior, de un lado, se aumentan los días naturales de disfrute 

tanto por etapa para la pareja (manteniéndose en este caso los mismos límites que se 

aplican al padre o a la madre), como para el conjunto de la vida familiar por pareja, y, 

de otro lado, se aumentan los límites que durante el conjunto de la vida familiar se 

aplican al padre o a la madre. Esto último, de acuerdo al aumento de días naturales 

que se realiza para el conjunto de la vida familiar, y, siguiendo el criterio de que tanto 

el padre como la madre puedan disfrutar en actuación subvencionable el mismo 

número de días naturales, el cual se corresponderá exactamente con la mitad del 

periodo previsto para el conjunto de la vida familiar. 

 



En concreto, en el caso de los días naturales previstos por etapa para la pareja, éstos 

pasan a ser el doble de los días naturales que se fijan como límite de disfrute para el 

padre o la madre, a fin de que ambos progenitores tengan las mismas posibilidades de 

conciliación de la vida familiar y laboral, y no se reparta el peso de la misma de 

manera desigual entre ellos. Y ello porque, con los límites de disfrute anteriores, en el 

caso de que el padre o la madre disfrutase de la actuación subvencionable durante el 

tiempo máximo previsto (1.278 días naturales), el otro progenitor tan sólo podría 

disfrutar de la actuación subvencionable durante un periodo de 547 días naturales, 

recayendo el peso de la conciliación en mayor medida en el padre o la madre que 

hubiese agotado los 1.278 días citados. 

 

Y, en la misma línea apuntada en el párrafo anterior, respecto al periodo de disfrute 

para el conjunto de la vida familiar por pareja se amplía el mismo a 7.668 días 

naturales, periodo de tiempo que podrán disfrutar en igualdad de condiciones tanto el 

padre como la madre, de forma que ninguno de ellos podrá superar los 3.834 días 

naturales; por tanto, este último límite también se amplía desde los 3.650 días 

naturales inicialmente previstos. 

 

Con esta medida se facilita la conciliación de las responsabilidades familiares y 

laborales, y, al mismo tiempo, se contribuye al afianzamiento de la corresponsabilidad 

de hombres y mujeres en el ámbito familiar, y se fomenta la incorporación de la mujer 

al mercado de trabajo y el desarrollo de su carrera profesional. 

 

Al margen de lo anterior, existen determinados aspectos del Decreto 177/2010, de 29 

de junio , y que afectan al alcance y los términos de las actuaciones subvencionables al 

amparo de sus capítulos II, III y V, y a la documentación preceptiva a acompañar 

junto a la solicitud de ayuda, ya de inicial o de continuación, que es preciso modificar 

con el objeto, por un lado, de introducir mejoras en la regulación de las ayudas y 

clarificar determinados preceptos, que pueden inducir a confusión, o llevar a 

contradicciones; y por otro lado, para mejorar el funcionamiento y gestión del 

programa de ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral, y adaptar la 

documentación preceptiva a presentar junto a la solicitud de ayuda al sistema de 

estandarización de la renta familiar que resultará de aplicación a las líneas de ayudas 

reguladas en los capítulos II, III y V, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 

154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en 

el marco de las políticas de familia. 

 

El texto del decreto se estructura en seis artículos: 

 



El primero de los artículos aborda las modificaciones correspondientes al capítulo I del 

Decreto 177/2010, de 29 de junio , sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar 

y laboral, relativo a las disposiciones generales. 

 

El artículo segundo introduce las modificaciones correspondientes a la línea de ayudas 

a personas trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia o reducción de 

jornada de trabajo para el cuidado de hijos o de hijas, y que se regula en el capítulo II 

del Decreto 177/2010, de 29 de junio . Y, por su parte, el artículo tercero realiza las 

modificaciones correspondientes al capítulo III, relativo a la línea de ayudas a personas 

trabajadoras que se encuentren en situación de excedencia laboral o reducción de 

jornada de trabajo para el cuidado de familiares en situación de dependencia o 

extrema gravedad sanitaria. 

 

El artículo cuarto se encarga de actualizar la normativa europea sobre la competencia 

a la que debe sujetarse la línea de ayudas para sustituir a personas trabajadoras 

acogidas a una excedencia o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos, 

hijas, y familiares en situación de dependencia o extrema gravedad sanitaria, y que se 

desarrolla en el capítulo IV del Decreto 177/2010, de 29 de junio . 

 

El artículo quinto desarrolla las modificaciones correspondientes al capítulo V del 

Decreto 177/2010, de 29 de junio , y que regula la línea de ayudas por la contratación 

de personas trabajadoras para el cuidado de hijos o de hijas menores. 

 

Y, finalmente, el artículo sexto introduce un nuevo artículo, relativo al cálculo del nivel 

de renta familiar, en el capítulo VI del Decreto 177/2010, de 29 de junio , en el cual se 

establecen las disposiciones comunes que resultan de aplicación a los capítulo II, III, 

IV y V. 

 

En su virtud, a propuesta del Consejero de Empleo y Políticas Sociales, de acuerdo con 

la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, y previa deliberación y aprobación del 

Consejo de Gobierno en su sesión celebrada el día 17 de marzo de 2015, 

 

DISPONGO: 

 

Artículo primero.- Modificación del Capítulo I del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral. 



 

Único.- Se da una nueva redacción al párrafo primero del artículo 3, relativo a 

“Significado de las referencias contenidas en el Capítulo V”: 

 

“Las referencias relativas a la unidad familiar se entienden realizadas a la compuesta 

por los miembros que se establecen en el artículo 4.1  del Decreto 154/2012, de 24 de 

julio, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las 

políticas de familia, y con el alcance que les atribuye la citada norma”. 

 

Artículo segundo.- Modificación del Capítulo II del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral. 

 

1.- Se da una nueva redacción al artículo 4. 

 

“Artículo 4.- Actuaciones subvencionales. 

 

1.- Se subvencionará a las personas trabajadoras que se encuentren en cualquiera de 

estas dos situaciones, derivadas de disposición legal o de pacto individual o colectivo: 

 

a) Excedencia para atender al cuidado de cada hijo o hija menor de tres años de edad. 

En los supuestos de adopción, acogimiento familiar permanente o preadoptivo o de 

tutela, los tres años en los que podrá disfrutarse de la excedencia contarán a partir de 

la resolución judicial o administrativa. 

 

b) Reducción de la jornada de trabajo en, al menos, un tercio de la misma, para cuidar 

a hijos o a hijas menores de doce años de edad. 

 

Excepcionalmente, si el hijo o la hija padece una discapacidad reconocida de 

porcentaje igual o superior al 33%, la subvención podrá disfrutarse, por reducción de 

jornada de trabajo, hasta que el hijo o hija cumpla 18 años de edad. 

 



2.- Solamente se subvencionarán aquellas excedencias y reducciones de jornada de 

trabajo que supongan una reducción efectiva en la remuneración de las personas 

trabajadoras acogidas a las mismas. 

 

Asimismo, no serán objeto de subvención aquellos periodos que coincidan con el 

permiso por maternidad o por paternidad. 

 

3.- No serán objeto de subvención las excedencias o reducciones de jornada a que 

pudieran acogerse las personas trabajadoras con relaciones laborales de carácter 

especial incluidas en el apartado b) del artículo 2.1  del Real Decreto Legislativo 

1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores”. 

 

2.- Se da una nueva redacción al apartado d) del artículo 7, relativo a “Requisitos de 

las personas beneficiarias”: 

 

“Haber disfrutado de una situación de excedencia o reducción de jornada de trabajo 

por un período continuado mínimo de 59 días naturales. 

 

El período mínimo de 59 días naturales en actuación subvencionable puede ser 

discontinuo en las siguientes situaciones: 

 

1.- cuando la persona solicitante tenga un contrato fijo-discontinuo. 

 

2.- cuando la persona solicitante esté afectada por un expediente de regulación de 

empleo. 

 

3.- cuando haya sido interrumpido por el ejercicio del derecho de huelga. 

 

4.- cuando la persona solicitante disfrute de su excedencia o reducción de jornada en 

los períodos de vacaciones escolares de Semana Santa, verano o Navidad. 

 



A los efectos de la ayuda, se entienden por vacaciones escolares de Semana Santa las 

dos semanas completas que transcurren desde el lunes previo a Jueves Santo hasta el 

domingo posterior al lunes de Pascua. 

 

A los efectos de la ayuda, se entienden por vacaciones escolares de verano el período 

comprendido entre el 1 de junio y el 30 de septiembre, ambos días incluidos. 

 

A los efectos de la ayuda, se entienden por vacaciones escolares de Navidad el período 

comprendido entre el 21 de diciembre y el 9 de enero del siguiente ejercicio, ambos 

días incluidos. 

 

Esta última excepción a la continuidad del período mínimo exigido sólo se circunscribe 

a las actuaciones subvencionables iniciadas y finalizadas dentro los períodos descritos”. 

 

3.- Se da una nueva redacción al artículo 8, relativo a “Cuantía de las ayudas”: 

 

“1.- La cuantía de la ayuda se determinará en función de la renta familiar 

estandarizada, para cuyo cálculo se tendrán en cuenta, con el alcance que les atribuye 

el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de estandarización de la renta 

familiar en el marco de las políticas de familia, la composición de la unidad familiar, el 

nivel de renta familiar, y el coeficiente de equivalencia correspondiente a la unidad 

familiar. 

 

2.- El Departamento competente en materia de política familiar, mediante Orden de su 

Consejera o Consejero, aprobará los umbrales de renta familiar estandarizada y las 

correspondientes cuantías de las ayudas a personas trabajadoras que se acojan a 

excedencias o reducciones de jornada de trabajo para el cuidado de hijos o hijas que 

se les apliquen, garantizándose, en todo caso, la equiparación de las cuantías 

económicas de las ayudas a mujeres y hombres. 

 

3.- La Orden de desarrollo establecerá la ayuda económica referida a un período 

temporal de 365 días naturales y a una contratación a jornada completa del ámbito 

sectorial que corresponda. 

 



Cuando la persona que haya solicitado la excedencia o la reducción de jornada 

estuviera contratada para una jornada laboral de duración inferior o la actuación 

subvencionable se haya ejercitado por períodos inferiores a 365 días naturales, la 

cuantía de la ayuda se determinará de forma proporcional. 

 

4.- En ningún caso se subvencionará el exceso sobre una jornada laboral completa del 

ámbito sectorial al que corresponda a aquellas personas trabajadoras con varios 

contratos de trabajo que, computados en su conjunto, excedan la referida jornada 

laboral completa”. 

 

4.- Se da una nueva redacción al artículo 9. 

 

“Artículo 9.- Condiciones y límites para el disfrute de las ayudas. 

 

1.- Tanto los padres como las madres podrán combinar el disfrute sucesivo de 

excedencias y reducciones de jornada siempre que lo hagan, cada uno de ellos, por 

períodos continuados mínimos de 59 días naturales. 

 

El disfrute simultáneo de las ayudas por parte del padre y de la madre es posible 

únicamente en el caso de la reducción de jornada. 

 

2.- Para el disfrute subvencionado de la excedencia o de la reducción de jornada se 

establecen unos límites máximos temporales, tanto por pareja como por solicitante, así 

como para el conjunto de la vida familiar y para cada una de sus etapas, entendiendo 

que la llegada de un nuevo hijo o hija supone el cierre de una etapa y la apertura de 

otra nueva. Dichos límites son los siguientes: 

 

a) Para la excedencia laboral: 

 

- 900 días naturales de disfrute por etapa para la pareja, sin que ni el padre ni la 

madre puedan superar los 548 días naturales. 

 



- 2.190 días naturales de disfrute para el conjunto de la vida familiar por pareja, sin 

que ni el padre ni la madre puedan superar los 1.460 días naturales. 

 

b) Para la reducción de jornada: 

 

- 2.556 días naturales de disfrute por etapa para la pareja, sin que ni el padre ni la 

madre puedan superar los 1.278 días naturales. 

 

- 7.668 días naturales de disfrute para el conjunto de la vida familiar por pareja, sin 

que ni el padre ni la madre puedan superar los 3.834 días naturales. 

 

c) Cuando se combine el disfrute de excedencias y reducciones de jornada, a efectos 

del cómputo de los períodos disfrutados y del control de los límites máximos, un día de 

excedencia equivaldrá a dos de reducción de jornada. 

 

3.- En los casos de parto, adopción, acogimiento o tutela múltiple, los límites máximos 

subvencionables por etapa para la pareja, así como para el conjunto de la vida 

familiar, serán ampliables en 320 días más por cada menor a partir del segundo. 

 

El periodo ampliado es único para la pareja, sin que ni el padre ni la madre puedan 

superar los 160 días naturales. 

 

En todo caso, la llegada de un nuevo hijo o hija supondrá el cierre de la etapa abierta 

con el parto, adopción, acogimiento o tutela múltiple, así como de la ampliación del 

límite máximo subvencionable correspondiente a la misma, y la apertura de otra 

nueva. 

 

4.- En los casos de guarda y custodia compartida por resolución judicial o acuerdo 

mutuo tras separación, divorcio o nulidad, cada una de las personas que tiene 

atribuida la guarda y custodia tendrá derecho a un disfrute subvencionado máximo de 

548 días naturales en excedencia y 1.278 días naturales en reducción de jornada, no 

aplicándose los límites temporales de disfrute correspondientes a la pareja. 

 



5.- En el caso de las familias monoparentales, será subvencionable la totalidad del 

período de excedencia laboral o de reducción de jornada de trabajo que se disfrute 

dentro de los límites de edad del hijo o de la hija establecidos en el artículo 4.1 de este 

Decreto. 

 

A estos efectos, se entiende por familia monoparental la formada por el padre o la 

madre que ha solicitado la excedencia o reducción de jornada, y los hijos o hijas con 

los que convive, cuando éstos dependen económicamente de esa sola persona. 

 

En ningún caso serán consideradas familias monoparentales aquellas en las que se 

haya establecido la guarda y custodia compartida por resolución judicial o acuerdo 

mutuo tras separación, divorcio o nulidad, y a las que resultará de aplicación lo 

dispuesto en el párrafo anterior. 

 

6.- Si el hijo o la hija padece una discapacidad reconocida de porcentaje igual o 

superior al 33%, será subvencionable la totalidad del período de excedencia laboral o 

de reducción de jornada de trabajo que se disfrute dentro de los límites de edad del 

hijo o de la hija establecidos en el artículo 4.1 de este Decreto. 

 

7.- A efectos del cómputo de la duración máxima de las ayudas, se tendrán en cuenta 

los períodos en excedencia y reducción de jornada subvencionados por el Decreto 

118/2007, de 17 de julio, por el que se regulan las medidas de conciliación de la vida 

laboral y familiar”. 

 

5.- Se da una nueva redacción al artículo 10: 

 

“Artículo 10.- Plazo de presentación de solicitudes. 

 

El plazo de presentación de la solicitud inicial de la ayuda comienza una vez se haya 

cumplido el período mínimo exigido de 59 días continuados en actuación 

subvencionable. 

 

Las posteriores peticiones, solicitudes de continuación de la ayuda, podrán presentarse 

una vez haya transcurrido un mínimo de cuatro meses desde la anterior petición de 



ayuda concedida. Este período mínimo no se exigirá en aquellos casos de finalización 

de actuación subvencionable. 

 

A efectos de este decreto, se produce la finalización de la actuación subvencionable no 

sólo cuando la persona solicitante de la ayuda interrumpe la excedencia o reducción de 

jornada de trabajo, sino también cuando la finalización devenga del incumplimiento de 

los requisitos de acceso a las ayuda o del agotamiento de los límites máximos 

subvencionables establecidos en el presente decreto. 

 

La ayuda correspondiente a cada día en actuación subvencionable debe ser solicitada 

antes de que transcurra un año desde su disfrute, computándose como fecha de inicio 

del periodo el siguiente a dicho día en actuación subvencionable”. 

 

6.- Se da una nueva redacción al artículo 11: 

 

“Artículo 11.- Solicitudes de ayuda. 

 

1.- Las solicitudes se presentarán en instancia normalizada aprobada mediante Orden 

de la Consejera o Consejero del Departamento competente en materia de política 

familiar. 

 

2.- Las solicitudes se facilitarán en las oficinas del Servicio de Atención Ciudadana del 

Gobierno Vasco -Zuzenean-. También podrán descargarse directamente desde la sede 

electrónica (http://www.euskadi.eus). 

 

3.- Las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre integrantes de la 

unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas económicas a obtener 

la información sobre su nivel de renta, según el artículo 49 bis de este Decreto, 

directamente de las Administraciones tributarias con las que exista el correspondiente 

Convenio de Colaboración en materia de suministro de información para finalidades no 

tributarias por medios electrónicos. 

 

En el supuesto de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no dieran 

su autorización deberán aportar la documentación citada en el apartado h) del párrafo 

1 del artículo 11 bis. 



 

4.- Asimismo, las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre 

integrantes de la unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas 

económicas la comprobación, constancia o verificación en la administración 

competente, y por medios electrónicos, de la información correspondiente a: 

 

a) el Documento Nacional de Identidad o Número de Identificación de Extranjero. 

 

b) los datos existentes en el Registro de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma 

del País Vasco”. 

 

7.- Se añade un artículo 11 bis: 

 

“Artículo 11 bis.- Documentación preceptiva a aportar: 

 

1.- La solicitud inicial deberá ir acompañada de la siguiente documentación: 

 

a) Fotocopia del Documento Nacional de Identidad (en adelante DNI) del padre y de la 

madre integrantes de la unidad familiar. Cuando se trate de nacionales de otro Estado 

miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio 

Económico Europeo se presentará el pasaporte o documento de identidad equivalente 

en su país y en el que conste la nacionalidad del titular, y cuando se trate de 

nacionales del resto de países se presentará el Número de Identificación de 

Extranjeros (en adelante, NIE) o pasaporte, o, cuando proceda, la autorización de 

residencia permanente. 

 

En el caso de que se haya producido cualquier tipo de cambio en el nombre o apellidos 

que figuran en el documento que acredite su personalidad, o se haya cambiado de 

documento de identidad, en los tres años antes al de la solicitud, habrá de presentarse 

junto a la documentación citada en el apartado anterior, copia del documento anterior 

al cambio o certificación acreditativa de los datos contenidos en el mismo, expedida 

por la autoridad competente. 

 



Si la solicitud se ha presentado en canal presencial, no deberá aportarse el DNI o, en 

su caso, el NIE de la persona solicitante si en la solicitud se autoriza, al órgano gestor 

de las ayudas, la comprobación o verificación de dichos datos de identidad en el 

Ministerio del Interior. Tampoco deberá aportarse dicha documentación si la solicitud 

se ha presentado en canal electrónico y la persona solicitante se ha identificado con un 

Certificado electrónico reconocido. 

 

b) Acreditación de la relación de filiación entre la persona solicitante de la ayuda y el 

hijo o la hija para cuyo cuidado se solicita la reducción de jornada de trabajo o 

excedencia. Podrá acreditarse a través de Libro de Familia, certificado de nacimiento o 

asimilados. 

 

c) En el supuesto de adopción, acogimiento o tutela se exigirá la copia de la resolución 

judicial o documento análogo constitutivo de la misma. 

 

d) Acreditación de empadronamiento de la persona solicitante, que incluirá la relación 

de todas las personas residentes en el domicilio y la fecha de empadronamiento en el 

municipio. No se admitirán acreditaciones de empadronamiento que hayan sido 

emitidas con una antelación superior al mes respecto a la fecha de presentación de la 

solicitud de ayuda. 

 

Cuando la persona solicitante esté comprendida en alguna de las excepciones 

señaladas en el artículo 7.b) y c) deberá presentar, además del empadronamiento 

actual, que incluirá la relación de todas las personas residentes en el domicilio, 

acreditación donde se compruebe la concurrencia de dichas excepciones. 

 

e) En caso de nulidad matrimonial, separación judicial o divorcio de la persona 

solicitante, copia de la resolución judicial que le atribuya la guarda y custodia del hijo o 

de la hija para cuyo cuidado se haya solicitado la excedencia o reducción de jornada. 

 

f) Certificación de la entidad pública o privada en la que la persona solicitante preste 

sus servicios que acredite los términos exactos en los que se ha llevado a cabo la 

excedencia o reducción de jornada: 

 

- Especificación del período en el que se ha ejercitado dicho derecho. 



 

- La jornada laboral que figura en el contrato de trabajo y su relación con la jornada a 

tiempo completo según el convenio colectivo de aplicación. Además, en el supuesto de 

reducción de jornada, el porcentaje que representa tal reducción en relación con la 

jornada pactada en el contrato de trabajo. 

 

- Indicación de si la reducción de jornada de trabajo o excedencia ha supuesto una 

reducción efectiva en la remuneración económica de la persona trabajadora. 

 

g) Cuando se trate de personas trabajadoras por cuenta ajena o de personas socias 

trabajadoras o socias de trabajo de Sociedades Cooperativas que coticen en el 

Régimen General de la Seguridad Social se deberá presentar acreditación de la baja en 

la Seguridad Social en el caso de excedencia o de la variación de datos en la Seguridad 

Social en el caso de reducción de jornada. 

 

Cuando se trate de personas socias trabajadoras o socias de trabajo de Sociedades 

Cooperativas que no coticen en el Régimen General de la Seguridad Social se deberá 

presentar: 

 

- en las situaciones de excedencia, acreditación de la baja en la entidad privada o en el 

Régimen de la Seguridad Social en el que coticen. 

 

- en las situaciones de reducción de jornada de trabajo en las que no se produzca 

modificación de su cotización a la entidad privada o al Régimen de la Seguridad Social 

en el que coticen, acreditación de su condición de personas socias trabajadoras o 

socias de trabajo de las Sociedades Cooperativas, tipo de cotización y que la misma no 

ha sido alterada en la situación de reducción de jornada de trabajo. 

 

h) En el supuesto de que no se pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, por 

los medios que se encuentren disponibles, información sobre el nivel de renta del 

padre y de la madre integrantes de la unidad familiar, por haber realizado o haberle 

correspondido, en su caso, realizar la declaración del Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas (IRPF) ante una Administración tributaria con la que no exista el 

correspondiente Convenio de Colaboración en materia de suministro de información 

para finalidades no tributarias por medios electrónicos: 

 



- Copia de la liquidación realizada por la Administración que corresponda de la 

declaración del IRPF del padre y de la madre integrantes de la unidad familiar (bien 

declaración conjunta o declaración individual de cada uno de ellos), y correspondiente 

al periodo impositivo referido a dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

- En caso de nulidad, separación judicial o divorcio, copia de la liquidación realizada 

por la Administración que corresponda de la declaración del IRPF del padre o de la 

madre que tenga atribuida la guarda y custodia del hijo o de la hija para cuyo cuidado 

se haya solicitado la excedencia o reducción de jornada, y correspondiente al periodo 

impositivo referido a dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

- En el caso de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no hubiesen 

realizado la declaración del IRPF, certificado emitido por la Administración que 

corresponda en el que se indiquen la totalidad de las rentas y de los rendimientos 

imputables al IRPF que hubiera o hubieran percibido en el periodo impositivo referido a 

dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

i) En el supuesto de que la persona solicitante de la ayuda sea víctima de violencia de 

género, acreditación de la situación de violencia de género por alguno de los medios 

establecidos en el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familias. 

 

j) En caso de que alguna de las personas que integran la unidad familiar tenga 

reconocida una discapacidad con un porcentaje igual o superior al 33%, acreditación 

del reconocimiento del grado de discapacidad vigente emitido por la autoridad 

competente. 

 

Por su parte, en el supuesto de que alguna de las personas que integran la unidad 

familiar tuviese reconocida una situación de dependencia, acreditación de la situación 

de dependencia, emitida por la Administración competente, con especificación del 

grado de dependencia y el nivel dentro de cada grado, en el marco de lo previsto en la 

Ley 39/2006, de 14 de diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención 

a las personas en situación de dependencia y en su normativa de desarrollo. 

 

k) Copia de los datos de titularidad de la cuenta bancaria en la que se desee cobrar la 

ayuda. Necesariamente la persona solicitante de la ayuda ha de ser la titular de la 

cuenta bancaria que se aporte. 



 

l) Declaración responsable de la persona solicitante: 

 

- informando si tiene abiertos procedimientos de reintegro o sancionadores incoados 

por la Administración General de la Comunidad Autónoma y sus Organismos 

Autónomos en el marco de ayudas o subvenciones concedidas. 

 

- de no hallarse sancionada ni penal ni administrativamente con la pérdida de la 

posibilidad de obtención de subvenciones o ayudas públicas. 

 

- de no hallarse incursa en prohibición legal alguna que la inhabilite para la obtención 

de subvenciones, con expresa referencia a las que se hayan producido por 

discriminación de sexo de conformidad con lo dispuesto en la Disposición Final sexta de 

la Ley 4/2005, de 18 de febrero , para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 

 

2.- Las solicitudes por períodos de disfrute que sean continuación del inicial se harán 

en instancia simplificada y deberán ir únicamente acompañadas de la documentación 

enunciada en los apartados f), g) y h) del párrafo precedente y de la documentación 

relativa a cualquier modificación producida respecto a la situación anteriormente 

acreditada. 

 

La ayuda correspondiente a una actuación subvencionable que haya sido interrumpida 

y reanudada será solicitada en impreso de continuación debiendo ir acompañada de la 

documentación enunciada en los apartados d), f), g) y h) del párrafo precedente y de 

la documentación relativa a cualquier modificación producida respecto a la situación 

anteriormente acreditada. 

 

En todo caso, cuando las solicitudes de continuación a las que se alude en el presente 

párrafo se presentasen en el mismo año natural en el que ya se haya presentado una 

solicitud de ayuda anterior, no será necesario aportar la documentación enunciada en 

el apartado h). 

 

3.- En el supuesto de que la ayuda anual reconocida en esta línea de ayudas supere la 

cuantía de 3.000 euros, la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias 

por parte de las personas solicitantes de las ayudas se verificará automáticamente por 



el órgano gestor sin necesidad del consentimiento de los mismos, con anterioridad a la 

concesión de la ayuda en todo caso, y en los supuestos de que hayan de realizarse 

pagos en ejercicios posteriores a su concesión, transcurridos más de tres meses desde 

la misma, con anterioridad a las primeras propuestas de pago que tengan lugar en los 

ejercicios posteriores siguientes, en aplicación del Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de 

noviembre , por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Principios 

Ordenadores de la Hacienda General del País Vasco. En el supuesto de que no se 

pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, por los medios que se encuentren 

disponibles, dicha información, las personas interesadas deberán presentar certificado 

acreditativo de que se encuentra al día en el cumplimiento de sus obligaciones 

tributarias, con carácter previo al abono de la ayuda”. 

 

8.- Se da una nueva redacción al artículo 12: 

 

“Artículo 12.- Resolución de concesión de la ayuda . 

 

La resolución de concesión reconocerá la ayuda que corresponda a actuaciones 

subvencionables disfrutadas. 

 

A estos efectos, la fecha hasta la que se reconocerá la actuación subvencionable será 

la certificada por la empresa en el documento al que se alude en el apartado f) del 

párrafo 1 del artículo 11 bis. En el caso de que no se cumplimente la fecha hasta la 

que la persona solicitante ha estado en actuación subvencionable, se entenderá que a 

la fecha de emisión del certificado la persona trabajadora continúa en la misma 

situación por la que se solicita la ayuda y, por lo tanto, el fin del periodo 

subvencionable quedará determinado por la fecha del certificado de empresa. 

 

La ayuda máxima que la resolución de concesión podrá reconocer será la 

correspondiente a actuaciones subvencionables desarrolladas en los 365 días 

inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de la ayuda. 

 

La resolución de concesión podrá reconocer la ayuda correspondiente a actuaciones 

subvencionables desarrolladas en períodos discontinuos, siempre que cada uno de ellos 

cumpla el mínimo de 59 días continuados, salvo los supuestos expresamente 

excepcionados”. 

 



Artículo tercero.- Modificación del Capítulo III del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral. 

 

1.- Se da una nueva redacción al párrafo 1 del artículo 14, relativo a “Actuaciones 

subvencionales”. 

 

“Se subvencionará a las personas trabajadoras que se encuentren en cualquiera de 

estas dos situaciones, derivadas de disposición legal o de pacto individual o colectivo: 

 

a) Excedencia para atender al cuidado de familiares en situación de dependencia, que 

tengan reconocida una dependencia severa (Grado II) o gran dependencia (Grado III), 

o extrema gravedad sanitaria. 

 

b) Reducción de la jornada de trabajo en, al menos, un tercio de la misma, para 

atender a familiares en situación de dependencia, independientemente del grado de 

dependencia que tengan reconocido, o extrema gravedad sanitaria”. 

 

2.- Se da una nueva redacción al apartado b) del artículo 17, relativo a “Requisitos de 

las personas beneficiarias”: 

 

“Haber disfrutado de una situación de excedencia o reducción de jornada de trabajo 

por un período continuado mínimo de 59 días naturales. 

 

A efectos de computar el periodo continuado en actuación subvencionable se 

considerarán los días en que se haya ejercicio el derecho de huelga. 

 

No obstante lo anterior, los días en los que se haya ejercido el derecho de huelga no 

serán tomados en consideración a afectos de determinar la cuantía de la ayuda, y, en 

consecuencia, tampoco serán computables de cara a los límites máximos 

subvencionables. 

 

El período mínimo de 59 días naturales en actuación subvencionable puede ser 

discontinuo en las siguientes situaciones: 



 

1.- cuando la persona solicitante tenga un contrato fijo-discontinuo. 

 

2.- cuando la persona solicitante esté afectada por un expediente de regulación de 

empleo. 

 

3.- cuando haya sido interrumpido por el ejercicio del derecho de huelga”. 

 

3.- Se da una nueva redacción al artículo 21: 

 

“Artículo 21.- Cuantía de las ayudas. 

 

1.- La cuantía de la ayuda se determinará en función de la renta familiar 

estandarizada, para cuyo cálculo se tendrán en cuenta, con el alcance que les atribuye 

el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de estandarización de la renta 

familiar en el marco de las políticas de familia, la composición de la unidad familiar, el 

nivel de renta familiar, y el coeficiente de equivalencia correspondiente a la unidad 

familiar. 

 

2.- El Departamento competente en materia de política familiar, mediante Orden de su 

Consejera o Consejero, aprobará los umbrales de renta familiar estandarizada y las 

correspondientes cuantías de las ayudas a personas trabajadoras que se acojan a 

excedencias o reducciones de jornada de trabajo para el cuidado de familiares en 

situación de dependencia o extrema gravedad sanitaria que se les aplique, 

garantizándose, en todo caso, la equiparación de las cuantías económicas de las 

ayudas a mujeres y hombres. 

 

3.- La Orden de desarrollo establecerá la ayuda económica referida a un período 

temporal de 365 días naturales y a una contratación a jornada completa del ámbito 

sectorial que corresponda. 

 

Cuando la persona que haya solicitado la excedencia o la reducción de jornada 

estuviera contratada para una jornada laboral de duración inferior o la actuación 



subvencionable se haya ejercitado por períodos inferiores a 365 días naturales, la 

cuantía de la ayuda se determinará de forma proporcional. 

 

4.- En ningún caso se subvencionará el exceso sobre una jornada laboral completa del 

ámbito sectorial al que corresponda a aquellas personas trabajadoras con contratos de 

trabajo que computados en su conjunto, exceden la referida jornada laboral completa”. 

 

4.- Se da una nueva redacción al artículo 22: 

 

“Artículo 22.- Limitación del número de ayudas. 

 

1.- Las ayudas a la excedencia y reducción de jornada de trabajo para el cuidado de 

familiares en situación de dependencia y las ayudas a la excedencia o reducción de 

jornada de trabajo para el cuidado de familiares en situación de extrema gravedad 

sanitaria no podrán disfrutarse simultáneamente pero sí de forma sucesiva. 

 

2.- En el supuesto de que fueren varias las personas relacionadas con una misma 

persona en situación de dependencia, que tenga reconocida una dependencia severa 

(grado II) o una gran dependencia (Grado III), con derecho a la solicitud de la ayuda 

establecida en este Capítulo, se establecen las siguientes limitaciones para el disfrute 

simultáneo de la misma: 

 

a) para el cuidado de una persona con gran dependencia, una excedencia laboral y una 

reducción de jornada o hasta tres reducciones de jornada simultáneas; y, 

 

b) para el cuidado de una persona con dependencia severa, una excedencia laboral o 

hasta dos reducciones de jornada simultáneas. 

 

En caso de concurrencia de un mayor número de solicitudes por familiar en situación 

de dependencia para el mismo período de tiempo la ayuda se concederá en función del 

orden de entrada de las solicitudes, dando prioridad a aquellas que primero se 

presenten. 

 



3.- En el caso de que el familiar o la familiar en situación de dependencia que da 

derecho a la solicitud de la ayuda tuviese reconocida una dependencia moderada 

(Grado I), no es posible en relación con esa misma persona el disfrute simultáneo de 

las ayudas por parte de varias personas. 

 

4.- En el supuesto de que fueran varias las personas relacionadas con una misma 

persona en situación de extrema gravedad sanitaria con derecho a la solicitud de la 

ayuda establecida en este Capítulo sólo se subvencionará una excedencia o 

simultáneamente dos reducciones de jornada de trabajo. 

 

En caso de concurrencia de un mayor número de solicitudes por familiar en situación 

de extrema gravedad sanitaria para el mismo período de tiempo la ayuda se concederá 

en función del orden de entrada de las solicitudes, dando prioridad a aquellas que 

primero se presenten”. 

 

5.- Se da una nueva redacción al artículo 23: 

 

“Artículo 23.- Plazo de presentación de solicitudes. 

 

El plazo de presentación de la solicitud inicial de la ayuda comienza una vez se haya 

cumplido el período mínimo exigido de 59 días continuados en actuación 

subvencionable. 

 

Las posteriores peticiones, solicitudes de continuación de la ayuda, podrán presentarse 

una vez haya transcurrido un mínimo de cuatro meses desde la anterior petición de 

ayuda concedida. Este período mínimo no se exigirá en aquellos casos de finalización 

de actuación subvencionable. 

 

A efectos de este decreto, se produce la finalización de la actuación subvencionable no 

sólo cuando la persona solicitante de la ayuda interrumpe la excedencia o reducción de 

jornada de trabajo, sino también cuando la finalización devenga del incumplimiento de 

los requisitos de acceso a las ayuda o del agotamiento de los límites máximos 

subvencionables establecidos en el presente decreto. 

 



La ayuda correspondiente a cada día en actuación subvencionable debe ser solicitada 

antes de que transcurra un año desde su disfrute, computándose como fecha de inicio 

del periodo el siguiente a dicho día en actuación subvencionable”. 

 

6.- Se da una nueva redacción al artículo 24: 

 

“Artículo 24.- Solicitudes de ayuda y lugar de presentación. 

 

1.- Las solicitudes se presentarán en instancia normalizada aprobada mediante Orden 

de la Consejera o Consejero del Departamento competente en materia de política 

familiar. 

 

2.- Las solicitudes se facilitarán en las oficinas del Servicio de Atención Ciudadana del 

Gobierno Vasco -Zuzenean-. También podrán descargarse directamente desde la sede 

electrónica (http://www.euskadi.eus). 

 

3.- Las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre integrantes de la 

unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas económicas a obtener 

la información sobre su nivel de renta, según el artículo 49 bis de este Decreto, 

directamente de las Administraciones tributarias con las que exista el correspondiente 

Convenio de Colaboración en materia de suministro de información para finalidades no 

tributarias por medios electrónicos. 

 

En el supuesto de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no dieran 

su autorización deberán aportar la documentación citada en el apartado j) del párrafo 

1 del artículo 24 bis. 

 

4.- Asimismo, las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre 

integrantes de la unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas 

económicas la comprobación, constancia o verificación en la administración 

competente, y por medios electrónicos, de la información correspondiente a: 

 

a) el Documento Nacional de Identidad o Número de Identificación de Extranjero. 

 



b) los datos existentes en el Registro de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma 

del País Vasco”. 

 

7.- Se añade un artículo 24 bis: 

 

“Artículo 24 bis.- Documentación preceptiva a aportar: 

 

1.- La solicitud inicial deberá ir acompañada de la siguiente documentación: 

 

a) Fotocopia del DNI del padre y de la madre integrantes de la unidad familiar. Cuando 

se trate de nacionales de otro Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado 

parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo se presentará el pasaporte o 

documento de identidad equivalente en su país y en el que conste la nacionalidad del 

titular, y cuando se trate de nacionales del resto de países se presentará el NIE o 

pasaporte, o, cuando proceda, la autorización de residencia permanente. 

 

En el caso de que se haya producido cualquier tipo de cambio en el nombre o apellidos 

que figuran en el documento que acredite su personalidad, o se haya cambiado de 

documento de identidad, en los tres años antes al de la solicitud, habrá de presentarse 

junto a la documentación citada en el apartado anterior, copia del documento anterior 

al cambio o certificación acreditativa de los datos contenidos en el mismo, expedida 

por la autoridad competente. 

 

Si la solicitud se ha presentado en canal presencial, no deberá aportarse el DNI o, en 

su caso, el NIE de la persona solicitante si en la solicitud se autoriza, al órgano gestor 

de las ayudas, la comprobación o verificación de dichos datos de identidad en el 

Ministerio del Interior. Tampoco deberá aportarse dicha documentación si la solicitud 

se ha presentado en canal electrónico y la persona solicitante se ha identificado con un 

Certificado electrónico reconocido. 

 

b) En los supuestos de ayuda a la excedencia o reducción de jornada de trabajo para el 

cuidado del familiar o la familiar en situación de dependencia, acreditación de la 

situación de dependencia del familiar o la familiar, emitida por la Administración 

competente, con especificación del grado de dependencia y el nivel dentro de cada 

grado, en el marco de lo previsto en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre , de 



Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 

dependencia y en su normativa de desarrollo. 

 

c) En los supuestos de ayuda a la excedencia o reducción de jornada de trabajo para el 

cuidado del familiar o la familiar en situación de extrema gravedad sanitaria, se deberá 

aportar informe que acredite tal situación emitido por el o la médico que le atiende. 

 

d) En caso de que alguna de las personas que integran la unidad familiar tenga 

reconocida una discapacidad con un porcentaje igual o superior al 33%, acreditación 

del reconocimiento del grado de discapacidad vigente emitido por la autoridad 

competente. 

 

Por su parte, en el supuesto de que alguna de las personas que integran la unidad 

familiar tuviese reconocida una situación de dependencia, acreditación de la situación 

de dependencia, emitida por la Administración competente, con especificación del 

grado de dependencia y el nivel dentro de cada grado, en el marco de lo previsto en la 

Ley 39/2006, de 14 de diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención 

a las personas en situación de dependencia y en su normativa de desarrollo. 

 

e) En el supuesto de que la persona solicitante de la ayuda sea víctima de violencia de 

género, acreditación de la situación de violencia de género por alguno de los medios 

establecidos en el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familias. 

 

f) Acreditación de la relación de parentesco entre la persona solicitante y el familiar o 

la familiar para cuyo cuidado se haya acogido a la excedencia o reducción de jornada. 

Podrá acreditarse a través de Libro de Familia, certificado de nacimiento o asimilados. 

 

g) Acreditación de empadronamiento de la persona solicitante, que incluirá la fecha de 

empadronamiento en el municipio. No se admitirán acreditaciones de 

empadronamiento que hayan sido emitidas con una antelación superior al mes 

respecto a la fecha de presentación de la solicitud de ayuda. 

 

Cuando la persona solicitante esté comprendida en la excepción señalada en el 

apartado a) del artículo 17 deberá presentar, además del empadronamiento actual, 



acreditación de empadronamiento donde se compruebe la concurrencia de dicha 

excepción. 

 

h) Certificación de la entidad pública o privada en la que la persona solicitante preste 

sus servicios que acredite los términos exactos en los que se ha llevado a cabo la 

excedencia o reducción de jornada: 

 

- Especificación del período en el que se ha ejercitado dicho derecho. 

 

- La jornada laboral que figura en el contrato de trabajo y su relación con la jornada a 

tiempo completo según el convenio colectivo de aplicación. Además, en el supuesto de 

reducción de jornada, el porcentaje que representa tal reducción en relación con la 

jornada pactada en el contrato de trabajo. 

 

- Indicación de si la reducción de jornada de trabajo o excedencia ha supuesto una 

reducción efectiva en la remuneración económica de la persona trabajadora. 

 

i) Cuando se trate de personas trabajadoras por cuenta ajena o de personas socias 

trabajadoras o socias de trabajo de Sociedades Cooperativas que coticen en el 

Régimen General de la Seguridad Social se deberá presentar acreditación de la baja en 

la Seguridad Social en el caso de excedencia o de la variación de datos en la Seguridad 

Social en el caso de reducción de jornada. 

 

Cuando se trate de personas socias trabajadoras o socias de trabajo de Sociedades 

Cooperativas que no coticen en el Régimen General de la Seguridad Social se deberá 

presentar: 

 

- en las situaciones de excedencia, acreditación de la baja en la entidad privada o en el 

Régimen de la Seguridad Social en el que coticen. 

 

- en las situaciones de reducción de jornada de trabajo en las que no se produzca 

modificación de su cotización a la entidad privada o al Régimen de la Seguridad Social 

en el que coticen, acreditación de su condición de personas socias trabajadoras o 

socias de trabajo de las Sociedades Cooperativas, tipo de cotización y que la misma no 

ha sido alterada en la situación de reducción de jornada de trabajo. 



 

j) En el supuesto de que no se pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, por los 

medios que se encuentren disponibles, información sobre el nivel de renta del padre y 

de la madre integrantes de la unidad familiar, por haber realizado o haberle 

correspondido, en su caso, realizar la declaración del IRPF ante una Administración 

tributaria con la que no exista el correspondiente Convenio de Colaboración en materia 

de suministro de información para finalidades no tributarias por medios electrónicos: 

 

- Copia de la liquidación realizada por la Administración que corresponda de la 

declaración del IRPF del padre y de la madre integrantes de la unidad familiar (bien 

declaración conjunta o declaración individual de cada uno de ellos), y correspondiente 

al periodo impositivo referido a dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

- En el caso de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no hubiesen 

realizado la declaración del IRPF, certificado emitido por la Administración que 

corresponda en el que se indiquen la totalidad de las rentas y de los rendimientos 

imputables al IRPF que hubiera o hubieran percibido en el periodo impositivo referido a 

dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

k) Copia de los datos de titularidad de la cuenta bancaria en la que se desee cobrar la 

ayuda. Necesariamente la persona solicitante de la ayuda ha de ser la titular de la 

cuenta bancaria que se aporte. 

 

l) Declaración responsable de la persona solicitante: 

 

- informando si tiene abiertos procedimientos de reintegro o sancionadores incoados 

por la Administración General de la Comunidad Autónoma y sus Organismos 

Autónomos en el marco de ayudas o subvenciones concedidas. 

 

- de no hallarse sancionada ni penal ni administrativamente con la pérdida de la 

posibilidad de obtención de subvenciones o ayudas públicas. 

 

- de no hallarse incursa en prohibición legal alguna que la inhabilite para la obtención 

de subvenciones, con expresa referencia a las que se hayan producido por 



discriminación de sexo de conformidad con lo dispuesto en la Disposición Final sexta de 

la Ley 4/2005, de 18 de febrero , para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 

 

2.- Las solicitudes por períodos de disfrute que sean continuación del inicial se harán 

en instancia simplificada y deberán ir acompañadas solamente de la documentación 

enunciada en los apartados h), i) y j) del párrafo precedente, sin perjuicio de la 

obligación de aportar la documentación relativa a cualquier modificación producida en 

la situación inicial. 

 

La ayuda correspondiente a una actuación subvencionable que haya sido interrumpida 

y reanudada será solicitada en impreso de continuación debiendo ir acompañada de la 

documentación enunciada en los apartados g), h), i) y j) del párrafo precedente y de la 

documentación relativa a cualquier modificación producida respecto a la situación 

anteriormente acreditada. 

 

En todo caso, cuando las solicitudes de continuación a las que se alude en el presente 

párrafo se presentasen en el mismo año natural en el que ya se haya presentado una 

solicitud de ayuda anterior, no será necesario aportar la documentación enunciada en 

el apartado j). 

 

3.- En el supuesto de que la ayuda anual reconocida en esta línea de ayudas supere la 

cuantía de 3.000 euros, la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias 

por parte de las personas solicitantes de las ayudas se verificará automáticamente por 

el órgano gestor sin necesidad del consentimiento de los mismos, con anterioridad a la 

concesión de la ayuda en todo caso, y en los supuestos de que hayan de realizarse 

pagos en ejercicios posteriores a su concesión, transcurridos más de tres meses desde 

la misma, con anterioridad a las primeras propuestas de pago que tengan lugar en los 

ejercicios posteriores siguientes, en aplicación del Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de 

noviembre , por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Principios 

Ordenadores de la Hacienda General del País Vasco. En el supuesto de que no se 

pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, por los medios que se encuentren 

disponibles, dicha información, las personas interesadas deberán presentar certificado 

acreditativo de que se encuentra al día en el cumplimiento de sus obligaciones 

tributarias, con carácter previo al abono de la ayuda”. 

 

8.- Se da una nueva redacción al artículo 25: 

 

“Artículo 25.- Resolución de concesión de la ayuda . 



 

La resolución de concesión reconocerá la ayuda que corresponda a actuaciones 

subvencionables disfrutadas. 

 

A estos efectos, la fecha hasta la que se reconocerá la actuación subvencionable será 

la certificada por la empresa en el documento al que se alude en el apartado h) del 

párrafo 1 del artículo 24 bis. En el caso de que no se cumplimente la fecha hasta la 

que la persona solicitante ha estado en actuación subvencionable se entenderá que a 

la fecha de emisión del certificado, la persona trabajadora continúa en la misma 

situación por la que se solicita la ayuda y, por lo tanto, el fin del periodo 

subvencionable quedará determinado por la fecha del certificado de empresa. 

 

La ayuda máxima que la resolución de concesión podrá reconocer será la 

correspondiente a actuaciones subvencionables desarrolladas en los 365 días 

inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de la ayuda. 

 

La resolución de concesión podrá reconocer la ayuda correspondiente a actuaciones 

subvencionables desarrolladas en períodos discontinuos, siempre que cada uno de ellos 

cumpla el mínimo de 59 días continuados, salvo los supuestos expresamente 

excepcionados”. 

 

Artículo cuarto.- Modificación del Capítulo IV del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral. 

 

Único.- Se da una nueva redacción al artículo 35. 

 

“Artículo 35.- Normativa europea sobre la competencia. 

 

Las ayudas contempladas en este Capítulo quedarán sujetas a la regla de “minimis” 

establecida en el Reglamento (Unión Europea) n.º 1407/2013 de la Comisión, de 18 de 

diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículo 107  y 108  del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea, publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea 

de fecha 24 de diciembre de 2013 [DOUE L 352/1, de 24-12-2013]”. 

 



Artículo quinto.- Modificación del Capítulo V del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral. 

 

1.- Se da una nueva redacción al artículo 36: 

 

“Artículo 36.- Actuación subvencionable. 

 

Se subvencionará la contratación de personas dadas de alta en el Sistema Especial 

para Empleados de Hogar establecido en el Régimen General de la Seguridad Social 

para el cuidado a domicilio de hijos o de hijas menores”. 

 

2.- Se da una nueva redacción al apartado e) del párrafo primero del artículo 39, 

relativo a “Requisitos” 

 

“La duración de la jornada laboral del padre y de la madre integrantes de la unidad 

familiar deberá ser la correspondiente a la jornada completa del sector en el que 

ejerzan su actividad. 

 

Se exceptúan las familias numerosas, uno de cuyos progenitores podrá encontrarse en 

situación de reducción de jornada de trabajo”. 

 

3.- Se da una nueva redacción al artículo 40: 

 

“Artículo 40.- Cuantía de la ayuda. 

 

1.- La ayuda tendrá como referencia la aportación que legalmente corresponda a la 

persona beneficiaria a la cotización al Sistema Especial para Empleados de Hogar 

establecido en el Régimen General de la Seguridad Social por la contratación de 

cuidadores o cuidadoras de los hijos o de las hijas menores. 

 

2.- En el caso de las familias numerosas, la cuantía de la ayuda tendrá como referencia 

la diferencia entre la aportación del empleador o de la empleadora a la cotización al 



Sistema Especial para Empleados de Hogar establecido en el Régimen General de la 

Seguridad Social y la bonificación prevista en el artículo 9  de la Ley 40/2003, de 18 de 

noviembre, de Protección a las Familias Numerosas. 

 

3.- La cuantía de la ayuda se determinará en función de la renta familiar 

estandarizada, para cuyo cálculo se tendrán en cuenta, con el alcance que les atribuye 

el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de estandarización de la renta 

familiar en el marco de las políticas de familia, la composición de la unidad familiar, el 

nivel de renta familiar, y el coeficiente de equivalencia correspondiente a la unidad 

familiar. 

 

4.- El Departamento competente en materia de política familiar, mediante Orden de su 

Consejera o Consejero, aprobará los umbrales de renta familiar estandarizada y los 

correspondientes porcentajes de ayuda que se les apliquen”. 

 

4.- Se suprime el artículo 41, relativo a “Cómputo de las rentas” que queda sin 

contenido. 

 

5.- Se da una nueva redacción al artículo 43: 

 

“Artículo 43.- Plazo de presentación de solicitudes. 

 

El plazo de presentación de la solicitud inicial de la ayuda comienza una vez se haya 

cumplido el período mínimo exigido de 59 días en actuación subvencionable. 

 

Las posteriores peticiones, solicitudes de continuación de la ayuda, podrán presentarse 

una vez haya transcurrido un mínimo de cuatro meses desde la anterior petición de 

ayuda concedida. Este período mínimo no se exigirá en aquellos casos de finalización 

de actuación subvencionable. 

 

A efectos de este decreto, se produce la finalización de la actuación subvencionable no 

sólo cuando la persona solicitante de la ayuda haya puesto fin al contrato de la 

persona trabajadora contratada para el cuidado de su hijo o hija, sino también cuando 

la finalización devenga del incumplimiento de los requisitos de acceso a las ayuda o del 



agotamiento de los límites máximos subvencionables establecidos en el presente 

Decreto. 

 

La ayuda correspondiente a cada día en actuación subvencionable debe ser solicitada 

antes de que transcurra un año desde su disfrute, computándose como fecha de inicio 

del periodo el siguiente a dicho día en actuación subvencionable”. 

 

6.- Se da una nueva redacción al artículo 44: 

 

“Artículo 44.- Solicitudes de ayuda y lugar de presentación. 

 

1.- Las solicitudes se presentarán en instancia normalizada aprobada mediante Orden 

de la Consejera o Consejero del Departamento competente en materia de política 

familiar. 

 

2.- Las solicitudes se facilitarán en las oficinas del Servicio de Atención Ciudadana del 

Gobierno Vasco -Zuzenean-. También podrán descargarse directamente desde la sede 

electrónica (http://www.euskadi.eus). 

 

3.- Las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre integrantes de la 

unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas económicas a obtener 

la información sobre su nivel de renta, según el artículo 49 bis de este Decreto, 

directamente de las Administraciones tributarias con las que exista el correspondiente 

Convenio de Colaboración en materia de suministro de información para finalidades no 

tributarias por medios electrónicos. 

 

En el supuesto de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no dieran 

su autorización deberán aportar la documentación citada en el apartado l) del párrafo 1 

del artículo 44 bis. 

 

4.- Asimismo, las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre 

integrantes de la unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas 

económicas la comprobación, constancia o verificación en la administración 

competente, y por medios electrónicos, de la información correspondiente a: 



 

a) el Documento Nacional de Identidad o Número de Identificación de Extranjero. 

 

b) los datos existentes en el Registro de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma 

del País Vasco”. 

 

7.- Se añade un artículo 44 bis: 

 

“Artículo 44 bis.- Documentación preceptiva a aportar. 

 

1.- La solicitud inicial deberá ir acompañada de la siguiente documentación: 

 

a) Fotocopia del DNI del padre y de la madre integrantes de la unidad familiar. Cuando 

se trate de nacionales de otro Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado 

parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo se presentará el pasaporte o 

documento de identidad equivalente en su país y en el que conste la nacionalidad del 

titular, y cuando se trate de nacionales del resto de países se presentará el NIE o 

pasaporte, o, cuando proceda, la autorización de residencia permanente. 

 

En el caso de que se haya producido cualquier tipo de cambio en el nombre o apellidos 

que figuran en el documento que acredite su personalidad, o se haya cambiado de 

documento de identidad, en los tres años antes al de la solicitud, habrá de presentarse 

junto a la documentación citada en el apartado anterior, copia del documento anterior 

al cambio o certificación acreditativa de los datos contenidos en el mismo, expedida 

por la autoridad competente. 

 

Si la solicitud se ha presentado en canal presencial, no deberá aportarse el DNI o, en 

su caso, el NIE de la persona solicitante si en la solicitud se autoriza, al órgano gestor 

de las ayudas, la comprobación o verificación de dichos datos de identidad en el 

Ministerio del Interior. Tampoco deberá aportarse dicha documentación si la solicitud 

se ha presentado en canal electrónico y la persona solicitante se ha identificado con un 

Certificado electrónico reconocido. 

 

b) En el supuesto de matrimonio, deberá acreditarse tal extremo. 



 

c) En caso de tratarse de parejas de hecho que no se encuentren inscritas en el 

Registro del Gobierno Vasco, deberá acreditarse tal circunstancia. 

 

d) En el supuesto de que la persona solicitante de la ayuda sea víctima de violencia de 

género, acreditación de la situación de violencia de género por alguno de los medios 

establecidos en el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familias. 

 

e) En caso de que alguna de las personas que integran la unidad familiar tenga 

reconocida una discapacidad con un porcentaje igual o superior al 33%, acreditación 

del reconocimiento del grado de discapacidad vigente emitido por la autoridad 

competente. 

 

Por su parte, en el supuesto de que alguna de las personas que integran la unidad 

familiar tuviese reconocida una situación de dependencia, acreditación de la situación 

de dependencia, emitida por la Administración competente, con especificación del 

grado de dependencia y el nivel dentro de cada grado, en el marco de lo previsto en la 

Ley 39/2006, de 14 de diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención 

a las personas en situación de dependencia y en su normativa de desarrollo. 

 

f) Acreditación de la relación de filiación entre la persona solicitante de la ayuda y el 

hijo o la hija para cuyo cuidado se contrata al empleado o a la empleada de hogar. 

Podrá acreditarse a través de Libro de Familia, certificado de nacimiento o asimilados. 

 

g) En el supuesto de adopción, tutela o acogimiento se exigirá la copia de la resolución 

judicial o documento análogo de su constitución. 

 

h) Acreditación del empadronamiento de la persona solicitante, que incluirá la relación 

de todas las personas residentes en el domicilio y la fecha de empadronamiento en el 

municipio. No se admitirán acreditaciones de empadronamiento que hayan sido 

emitidas con una antelación superior al mes respecto a la fecha de presentación de la 

solicitud de ayuda. 

 



Cuando la persona solicitante esté comprendida en la excepción señalada en el 

apartado segundo del artículo 39.1.b) deberá presentar, además del empadronamiento 

actual, que incluirá la relación de todas las personas residentes en el domicilio, 

acreditación de empadronamiento donde se compruebe la concurrencia de dicha 

excepción. 

 

i) En caso de nulidad matrimonial, separación judicial o divorcio de los padres copia de 

la resolución judicial que atribuya al solicitante o a su cónyuge o pareja de hecho la 

guarda y custodia del hijo o de la hija para cuyo cuidado se haya contratado al 

empleado o empleada de hogar. 

 

j) Copia del documento de alta en la Seguridad Social de la persona empleada de 

hogar contratada para el cuidado de hijos o de hijas. 

 

k) Acreditación del pago a la Seguridad Social de la cotización del empleado o de la 

empleada de hogar contratada para el cuidado de los hijos o de las hijas de los meses 

que se solicitan. 

 

l) En el supuesto de que no se pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, por los 

medios que se encuentren disponibles, información sobre el nivel de renta del padre y 

de la madre integrantes de la unidad familiar, por haber realizado o haberle 

correspondido, en su caso, realizar la declaración del IRPF ante una Administración 

tributaria con la que no exista el correspondiente Convenio de Colaboración en materia 

de suministro de información para finalidades no tributarias por medios electrónicos: 

 

- Copia de la liquidación realizada por la Administración que corresponda de la 

declaración del IRPF del padre y de la madre integrantes de la unidad familiar (bien 

declaración conjunta o declaración individual de cada uno de ellos), y correspondiente 

al periodo impositivo referido a dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

- En caso de nulidad, separación judicial o divorcio, copia de la liquidación realizada 

por la Administración que corresponda de la declaración del IRPF del padre o de la 

madre que tenga atribuida la guarda y custodia del hijo o de la hija para cuyo cuidado 

se contrata al cuidador o cuidadora, y correspondiente al periodo impositivo referido a 

dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 



- En el caso de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no hubiesen 

realizado la declaración del IRPF, certificado emitido por la Administración que 

corresponda en el que se indiquen la totalidad de las rentas y de los rendimientos 

imputables al IRPF que hubiera o hubieran percibido en el periodo impositivo referido a 

dos años antes a aquel en que se solicita la ayuda. 

 

m) En el caso de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar sean 

trabajadores por cuenta ajena deberán presentar certificado de la entidad pública o 

privada en la que prestan sus servicios especificando la duración de su jornada laboral 

en relación a la jornada laboral del sector en el que realiza la actividad. 

 

Si el padre o la madre integrantes de la unidad familiar son trabajadores por cuenta 

propia deberán acreditar su actividad mediante la presentación de los últimos recibos 

de cotización en la Seguridad Social. 

 

En el supuesto de familias numerosas en las que uno de sus progenitores se encuentre 

en situación de reducción de jornada de trabajo deberá señalarse tal circunstancia. 

 

n) En el supuesto de incapacidad absoluta para trabajar del padre o de la madre 

integrantes de la unidad familiar documento que acredite tal circunstancia. 

 

ñ) Copia de los datos de titularidad de la cuenta bancaria en la que se desee cobrar la 

ayuda. Necesariamente la persona solicitante de la ayuda ha de ser la titular de la 

cuenta bancaria que se aporte. 

 

o) Declaración responsable de la persona solicitante: 

 

- informando si tiene abiertos procedimientos de reintegro o sancionadores incoados 

por la Administración General de la Comunidad Autónoma y sus Organismos 

Autónomos en el marco de ayudas o subvenciones concedidas. 

 

- de no hallarse sancionada ni penal ni administrativamente con la pérdida de la 

posibilidad de obtención de subvenciones o ayudas públicas. 

 



- de no hallarse incursa en prohibición legal alguna que la inhabilite para la obtención 

de subvenciones, con expresa referencia a las que se hayan producido por 

discriminación de sexo de conformidad con lo dispuesto en la Disposición Final sexta de 

la Ley 4/2005, de 18 de febrero , para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 

 

2.- Las solicitudes por períodos de disfrute que sean continuación del inicial se harán 

en instancia simplificada y deberán ir acompañadas solamente de la documentación 

enunciada en los apartados k), l) y m) del párrafo precedente, sin perjuicio de la 

obligación de aportar la documentación relativa a cualquier modificación producida en 

la situación inicial. 

 

La ayuda correspondiente a una actuación subvencionable que haya sido interrumpida 

y reanudada será solicitada en impreso de continuación debiendo ir acompañada de la 

documentación enunciada en los apartados h), j), k), l) y m) del párrafo precedente y 

de la documentación relativa a cualquier modificación producida respecto a la situación 

anteriormente acreditada. 

 

En todo caso, cuando las solicitudes de continuación a las que se alude en el presente 

párrafo se presentasen en el mismo año natural en el que ya se haya presentado una 

solicitud de ayuda anterior, no será necesario aportar la documentación enunciada en 

el apartado l). 

 

3.- En el supuesto de que la ayuda anual reconocida en esta línea de ayudas supere la 

cuantía de 3.000 euros, la acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias 

y frente a la Seguridad Social por parte de las personas solicitantes de las ayudas se 

verificará automáticamente por el órgano gestor sin necesidad del consentimiento de 

los mismos, con anterioridad a la concesión de la ayuda en todo caso, y en los 

supuestos de que hayan de realizarse pagos en ejercicios posteriores a su concesión, 

transcurridos más de tres meses desde la misma, con anterioridad a las primeras 

propuestas de pago que tengan lugar en los ejercicios posteriores siguientes, en 

aplicación del Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre , por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del País 

Vasco. En el supuesto de que no se pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, 

por los medios que se encuentren disponibles, dicha información, las personas 

interesadas deberán presentar certificado acreditativo de que se encuentra al día en el 

cumplimiento de sus obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social, con 

carácter previo al abono de la ayuda”. 

 



Artículo sexto.- Modificación del Capítulo VI del Decreto 177/2010, de 29 de junio , 

sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar y laboral. 

 

Único.- Se añade un artículo 49 bis: 

 

“Artículo 49 bis.- Cálculo del nivel de renta familiar: 

 

1.- En los casos en que se autorice la solicitud a la Administración tributaria de la 

información necesaria para determinar el nivel de renta, para la determinación de la 

renta familiar estandarizada se tendrá en cuenta, en lo que al nivel de renta familiar se 

refiere, únicamente la información recabada por el órgano gestor de las ayudas de la 

Administración tributaria o, en su caso, de las Administraciones tributarias que se 

hayan indicado por el padre o la madre integrantes de la unidad familiar. 

 

Cuando el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no hubiesen realizado la 

declaración del IRPF, el nivel de renta familiar se determinará en base a la información 

recabada por la Administración tributaria o las Administraciones tributarias que 

procedan, y proporcionada en virtud de los Convenios de Colaboración en materia de 

suministro de información para finalidades no tributarias por medios electrónicos. 

 

2.- En el supuesto de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no 

dieran su autorización para que el órgano gestor de las ayudas económicas obtenga 

directamente de la Administración tributaria, siempre y cuando exista el 

correspondiente Convenio de Colaboración en materia de suministro de información 

para finalidades no tributarias por medios electrónicos, y no aportaran la 

documentación citada en el apartado h) del párrafo 1 del artículo 11 bis, en el apartado 

j) del párrafo 1 del artículo 24 bis, o en el apartado l) del párrafo 1 del artículo 44 bis, 

pero se hayan acreditado junto a la solicitud de la ayuda el cumplimiento de los 

restantes requisitos establecidos en la presente norma que dan acceso a la misma, se 

les considerará una renta familiar estandarizada que determine la ayuda en su cuantía 

mínima o porcentaje mínimo. 

 

3.- Cuando el padre o la madre integrantes de la unidad familiar hubiese estado 

obligado a presentar la declaración del IRPF en base a su nivel de ingresos, según la 

normativa que regula esta materia, y que según la información obrante en el 

expediente no la haya presentado, se denegará su solicitud de ayuda”. 

 



DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA.- Ámbito de aplicación. 

 

Las modificaciones previstas en el presente Decreto serán de aplicación a las 

actuaciones subvencionables disfrutadas a partir de su entrada en vigor. 

 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA.- Interoperabilidad. 

 

En el momento en el que esté disponible el servicio de interoperabilidad con el Registro 

Civil, para el caso de matrimonios civiles, o con los Registros de Parejas de Hecho (u 

otros registros de similar naturaleza) de Comunidades Autónomas diferentes a la 

Comunidad Autónoma del País Vasco, y se hayan firmado los convenios oportunos para 

la comprobación o verificación de los datos referentes a la composición de la unidad 

familiar, la persona solicitante podrá autorizar en la solicitud al órgano gestor de las 

ayudas la comprobación o verificación de los datos acreditativos de la composición de 

la unidad familiar, tanto para las personas que ostentan la guardia y custodia como 

para el reconocimiento de los hijos e hijas que dan derecho a la ayuda. 

 

En el mismo sentido, cuando estén disponibles otros servicios de interoperabilidad que 

permitan la verificación de datos que deban ser acreditados por las personas 

solicitantes de las ayudas para el acceso a las mismas, y se hayan firmado los 

oportunos convenios de suministro de información que permitan su comprobación, la 

persona solicitante podrá autorizar en la solicitud al órgano gestor de las ayudas la 

comprobación o verificación de los mismos. 

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

 

Régimen transitorio de las ayudas a personas trabajadoras en situación de excedencia 

o reducción de jornada de trabajo para el cuidado de hijos e hijas, o de familiares en 

situación de dependencia o extrema gravedad sanitaria, y de las ayudas a la 

contratación de personas trabajadoras para el cuidado de hijos o de hijas menores. 

 

A las solicitudes de ayuda referidas a actuaciones subvencionables, contempladas en el 

Decreto 177/2010, de 29 de junio , sobre ayudas para la conciliación de la vida familiar 

y laboral, que se hubieran desarrollado con anterioridad a la entrada en vigor del 

presente decreto, se les continuará aplicando la regulación actualmente contenida en 

aquél y en la Orden de 30 de junio de 2010, de la Consejera de Empleo y Asuntos 



Sociales, por la que se aprueban las cuantías de las ayudas y las instancias 

normalizadas de solicitud previstas en él. 

 

DISPOSICIÓN FINAL.- Entrada en vigor. 

  

  



DECRETO 32/2015, DE 17 DE MARZO, DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO 

SOBRE EL SISTEMA DE ESTANDARIZACIÓN DE LA RENTA FAMILIAR EN EL 

MARCO DE LAS POLÍTICAS DE FAMILIA. 

 

 

La Ley 13/2008, de 12 de diciembre , de Apoyo a las Familias, partiendo de la 

existencia de realidades familiares muy diversas, prevé la necesidad de establecer 

sistemas de estandarización de la renta familiar que permitan dar un trato más 

equitativo a los distintos tipos y situaciones familiares, y que serán aplicables a las 

ayudas económicas o a los servicios de apoyo a las familias en los que el nivel 

económico de renta de la unidad familiar actúe, bien como condición de acceso, bien 

como criterio para la determinación de la cuantía de la prestación o de la cuantía de la 

participación económica en el pago del servicio. 

 

En ese marco, y entre las disposiciones generales que regula en su Título I, el artículo 

6 determina para aquellos casos en los que el acceso a determinadas ayudas o 

servicios o la cuantía de la prestación o el pago del servicio estén condicionados por el 

nivel de renta, la necesidad de que se establezca un sistema de estandarización de la 

renta familiar, en función del tamaño y composición de la unidad familiar, que permita 

dar un trato más equitativo a los distintos tipos y situaciones familiares. 

 

Asimismo, indica el citado artículo que el sistema concreto de estandarización se 

determinará reglamentariamente por la administración o departamento que gestione la 

ayuda o servicio en función de su naturaleza. Y, a continuación, por lo que al ámbito 

de las políticas de familia se refiere prevé que para las ayudas que sean homólogas se 

establecerá el mismo sistema de estandarización de la renta familiar y los mismos 

umbrales de acceso. 

 

En el marco de lo establecido por el artículo 6  se aprobó el Decreto 154/2012, de 24 

de julio, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las 

políticas de familia, a través del cual se persigue la regulación del sistema de 

estandarización de la renta familiar aplicable a las ayudas articuladas en el marco de 

las políticas de familia y que se concretan en el Capítulo I del Título II, así como en los 

apartados a), b) y d) del artículo 12 de la Ley de Apoyo a las Familias. 

 

El citado Decreto determina en su artículo 3 los elementos que se tendrán en cuenta 

para el cálculo de la renta familiar estandarizada, y que se resumen en los tres 

siguientes: la composición de la unidad familiar; el nivel de renta familiar; y, el 



coeficiente de equivalencia correspondiente a la unidad familiar. Siendo esto sí, en su 

artículo 4 define el concepto de unidad familiar, a los efectos del cálculo de la renta 

familiar; en el artículo 5 indica la forma en la que se determinará el nivel de renta 

familiar, y, por último, en el artículo 6 concreta la forma en la que se calculará el 

coeficiente de equivalencia de la unidad familiar. 

 

Tras la aprobación del Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, se ha 

manifestado la necesidad de modificar sus artículos 4 y 6, a fin de dar una mayor 

concreción a la composición de la unidad familiar y de tomar en consideración en la 

asignación del coeficiente que le corresponda a cada una de las personas integrantes 

de la unidad familiar a las familias en situación de especial vulnerabilidad a las que no 

se reconoce en la norma, como son: las familias víctimas de violencia contra las 

mujeres, las familias que cuenten entre las personas que componen la unidad familiar 

con una o varias personas en situación de dependencia, reconocida en virtud de la Ley 

39/2006, de 14 diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 

personas en situación de dependencia y sus normas de desarrollo, y, por último, las 

familias en las que el padre o la madre tengan reconocida una discapacidad de 

porcentaje igual o superior al 33%, y a las que obviaba el decreto, que únicamente 

tenía en cuenta a los hijos e hijas integrantes de la unidad familiar con discapacidad 

reconocida; situación esta última que no se entiende acorde con la obligación de 

estandarizar el nivel de la renta familiar atendiendo no sólo al tamaño, sino también a 

la composición de la unidad familiar y a las singularidades de las personas que la 

integran, a fin de dar un trato más equitativo a los distintos tipos y situaciones 

familiares. 

 

Con las modificaciones introducidas en el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el 

sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, 

se pretende una mayor adecuación de la regulación de la renta familiar estandarizada 

a los siguientes valores fundamentales que deben inspirar la política familiar: respeto 

de la diversidad familiar, tratamiento igualitario a los diferentes tipos de familia y la 

solidaridad con las familias en situaciones de especial vulnerabilidad o riesgo de 

exclusión social. Valores estos reconocidos por la Ley de Apoyo a las Familias en su 

artículo 3.1. 

 

Y, por otro lado, se avanza en la regulación del sistema de estandarización de la renta 

familiar en el marco de las políticas de familia, por cuanto integra mejor los objetivos 

inspiradores de la citada Ley de Apoyo a las Familias, entre los que destaca la 

prevención de la exclusión social de las familias que se encuentren en situación de 

especial vulnerabilidad (artículo 4 apartado h). Y, a su vez, se da un cumplimiento más 

ajustado al artículo 6, relativo la renta familiar estandarizada, ya que el objetivo de la 

misma es “dar un trato más equitativo a los distintos tipos y situaciones familiares”. 



 

Por otro lado, hay que tener en cuenta que la inclusión de un colectivo específico como 

el que constituyen las personas víctimas de violencia contra las mujeres, a efectos de 

su toma en consideración para la determinación tanto de la unidad familiar como del 

coeficiente de equivalencia de la unidad familiar, está en consonancia con el contenido 

de la Ley 4/2005, de 18 de febrero , para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 

 

La citada Ley para la Igualdad de Mujeres y Hombres establece en su artículo 3.5 como 

uno de los principios generales que deben regir y orientar la actuación de los poderes 

públicos vascos en materia de igualdad de mujeres y hombres, la acción positiva, en 

virtud del cual, y a fin de promover la consecución de la igualdad real y efectiva de 

mujeres y hombres, los poderes públicos deben adoptar medidas específicas y 

temporales destinadas a eliminar o reducir las desigualdades de hecho por razón de 

sexo existentes en los diferentes ámbitos de la vida. 

 

En aplicación de dicho principio, siempre que la persona solicitante de la ayuda 

acredite, en la forma prevista en el decreto, su condición de víctima de violencia contra 

las mujeres, se entenderá que su cónyuge -aunque no exista nulidad, separación o 

divorcio- o pareja de hecho no forma parte de su unidad familiar. Y, asimismo, se 

sumará al coeficiente indicado para la persona solicitante de la ayuda 0,3. 

 

El presente Decreto consta, en consecuencia, de tres artículos: 

 

A través de artículo primero, se modifica el artículo 1  del Decreto 154/2012, de 24 de 

julio, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las 

políticas de familia, con el objeto de corregir la redacción anterior, en la que en lugar 

de citarse expresamente la Ley 13/2008, de 12 de diciembre , de Apoyo a las Familias 

en relación con el Capítulo I del Título II, así como a los apartados a), b) y d) del 

artículo 12 a los que aludía, se refería a la misma como “la citada Ley”, a pesar de que 

era la primera vez que se citaba a la misma en el articulado de la norma. A la vista de 

ello, se considera preciso especificar de qué ley concreta se trata. 

 

El artículo segundo da una nueva redacción al artículo 4  del Decreto 154/2012, de 24 

de julio, que contempla nuevas situaciones en lo que a la composición de la unidad 

familiar se refiere e introduce una presunción de convivencia para el supuesto de 

empadronamiento de los padres o madres no unidos en matrimonio en diferentes 

domicilios. 

 



Con la nueva redacción propuesta, la unidad familiar de la persona solicitante se 

entiende compuesta por ella misma, su cónyuge, si no media nulidad, separación o 

divorcio, o la persona con quien conviva como pareja de hecho de forma habitual, 

siempre y cuando la persona solicitante no sea víctima de violencia contra las mujeres 

-y haya acreditado dicha situación por alguno de los medios que el propio artículo 4 

establece-, y los hijos e hijas sobre los que tengan atribuida la guarda y custodia y 

convivan en el mismo domicilio. 

 

No obstante lo anterior, dado que a menudo y por distintos motivos, las personas que 

integran una pareja, sin que exista vínculo conyugal entre ellas, pueden figurar 

empadronadas en domicilios distintos, a la hora de decidir si el padre o la madre no 

solicitante de la ayuda de que se trate forma parte de la misma unidad familiar que la 

persona solicitante, el propio decreto presume la convivencia entre ellas, si bien, 

también admite la posibilidad de que dicha presunción pueda desvirtuarse mediante 

prueba en contrario, que ha de consistir en una resolución judicial que acredite la falta 

de convivencia y que se pronuncie sobre el régimen de guarda y custodia del hijo o de 

la hija. 

 

El tercero y último de los artículos modifica el artículo 6  del Decreto 154/2012, de 24 

de julio, a fin de atribuir un coeficiente adicional a la persona solicitante de la ayuda 

que sea víctima de violencia contra las mujeres, e incluir la previsión de que cuando 

alguna de las personas que componen la unidad familiar, y con independencia de que 

se trate del padre o de la madre, o de los hijos o hijas de éstos, tuviese reconocida 

una discapacidad de porcentaje igual o superior al 33%, se sumará al coeficiente que 

le corresponda 0,3. Del mismo modo, se prevé que se sumará al coeficiente que le 

corresponda a cada una de las personas integrantes de la unidad familiar 0,3 cuando 

éstas tuviesen reconocida una situación de dependencia, en virtud de la Ley 39/2006, 

de 14 diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 

situación de dependencia y sus normas de desarrollo. 

 

En su virtud, a propuesta del Consejero de Empleo y Políticas Sociales, de acuerdo con 

la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, y previa deliberación y aprobación del 

Consejo de Gobierno en su sesión celebrada el día 17 de marzo de 2015, 

 

DISPONGO: 

 

Artículo primero.- Modificación del artículo 1  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, 

sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de 

familia. 



 

Se modifica el artículo 1  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, relativo al 

“Objeto”, que queda redactado del siguiente modo: 

 

“Artículo 1.- Objeto. 

 

El presente Decreto tiene por objeto regular el sistema de estandarización de la renta 

familiar aplicable a las ayudas que en el marco de las políticas de familia se 

contemplan en el Capítulo I del Título II, así como en las letras a), b) y d) del artículo 

12  de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, de Apoyo a las Familias”. 

 

Artículo segundo.- Modificación del artículo 4  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, 

sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de 

familia. 

 

Se modifica el artículo 4  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, relativo a la 

“Unidad familiar”, que queda redactado del siguiente modo: 

 

“Artículo 4.- Unidad familiar. 

 

1.- Se entiende por unidad familiar la compuesta por: 

 

a) la persona solicitante; 

 

b) su cónyuge, si no media nulidad, separación o divorcio, o la persona con quien 

conviva como pareja de hecho de forma habitual, siempre y cuando la persona 

solicitante no sea víctima de violencia contra las mujeres y haya acreditado dicha 

situación en la forma establecida en el párrafo tercero; y 

 

c) los hijos e hijas sobre los que tengan atribuida la guarda y custodia y convivan en el 

mismo domicilio. 



 

2.- A efectos del presente decreto, en los casos en que el padre y la madre no estén 

empadronados en el mismo domicilio, y no exista matrimonio, se presume la 

convivencia como pareja de hecho de forma habitual por parte de la madre y el padre 

de la persona menor de edad, salvo que acrediten la falta de convivencia mediante 

resolución judicial que se pronuncie también sobre el régimen de guarda y custodia 

sobre el hijo o la hija. 

 

3.- La situación de violencia contra las mujeres se acreditará por alguno de los 

siguientes medios: 

 

a) Orden de protección a favor de la víctima de género en vigor a la fecha de la 

solicitud. 

 

b) Sentencia condenatoria por hechos constitutivos de violencia de género, en la que 

se acuerdan medidas de protección a favor de la víctima, que se encuentren en vigor a 

la fecha de la solicitud de la ayuda. 

 

c) En ausencia de la Orden de Protección o Sentencia condenatoria, será título de 

acreditación de la situación de violencia de género el informe del Ministerio Fiscal que 

indique la existencia de indicios de que la solicitante es víctima de violencia de género, 

en tanto se dicta la orden de protección. 

 

4.- Para determinar el alcance de las referencias relativas a los hijos o las hijas, así 

como al padre o a la madre, contenidas en el presente Decreto, se estará a lo 

dispuesto por la normativa reguladora de cada progama subvencional. 

 

Asimismo, a efectos del presente Decreto, las referencias relativas a los dos miembros 

de la pareja se entenderán referidas tanto a las parejas compuestas por personas del 

mismo sexo como a parejas compuestas por personas de distinto sexo”. 

 

Artículo tercero.- Modificación del artículo 6  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, 

sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de 

familia. 

 



Se modifica el artículo 6  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, relativo al 

“Coeficiente de equivalencia de la unidad familiar”, que queda redactado del siguiente 

modo: 

 

“Artículo 6.- Coeficiente de equivalencia de la unidad familiar. 

 

1.- El coeficiente de equivalencia de la unidad familiar será la suma resultante de la 

aplicación a cada una de las personas que componen la unidad familiar del que le 

corresponda de los coeficientes siguientes: 

 

a) Solicitante que forma parte de una unidad familiar biparental: 1,00. 

 

b) Cónyuge o pareja de hecho: 0,5. 

 

c) Cada hijo o hija integrante de la unidad familiar: 0,3. 

 

2.- Cuando la persona solicitante carezca de cónyuge o pareja de hecho, o sea víctima 

de violencia contra las mujeres, se sumará al coeficiente indicado 0,3. 

 

3.- Cuando alguna de las personas que componen la unidad familiar tuviese reconocida 

por la autoridad competente para ello una discapacidad de porcentaje igual o superior 

al 33% o una situación de dependencia, reconocida en virtud de la Ley 39/2006, de 14 

diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 

situación de dependencia y sus normas de desarrollo, se sumará al coeficiente que le 

corresponda 0,3”. 

 

DISPOSICIÓN FINAL.- Entrada en vigor. 

 

El presente Decreto entrará en vigor el día 1 de abril de 2015. 

El presente Decreto entrará en vigor el día 1 de abril de 2015. 

  



DECRETO 30/2015, DE 17 DE MARZO, DE LAS AYUDAS ECONÓMICAS DE 

APOYO A LAS FAMILIAS CON HIJOS E HIJAS A CARGO. 

  

 

El I Plan Interinstitucional de Apoyo a las familias con hijos e hijas (2001-2005), y que 

fue aprobado por el Consejo de Gobierno en sesión celebrada en fecha 3 de julio de 

2001, se materializó, entre otras actuaciones, en el programa de ayudas económicas a 

las familias con hijos e hijas reguladas en el Decreto 176/2002, de 16 de julio, que 

tenía como objeto ofrecer apoyo económico a las familias, para ayudarles a hacer 

frente a los gastos relacionados con el nacimiento o adopción de sus hijos e hijas y con 

su mantenimiento. Este programa de ayudas pretendía ser el primer paso hacia la 

equiparación con la política familiar de los países europeos socialmente más 

avanzados. 

 

Finalizado el período de vigencia del I Plan, el 31 de diciembre de 2005, el citado 

decreto fue prorrogado mediante Decreto 416/2005, de 20 de diciembre, a fin de dar 

continuidad a la concesión de las citadas ayudas. 

 

Con posterioridad, se aprobó por el Gobierno Vasco el Decreto 109/2006, de 30 de 

mayo, por el que se regula la ayuda económica por el nacimiento o adopción del 

primer hijo o de la primera hija, y a través del cual se perseguía dar cobertura a 

alguna de las mejoras que se pensaban introducir en el programa de ayudas con 

ocasión de la aprobación del II Plan, el cual tenía como objetivo la ampliación de la 

cobertura de las ayudas por hijos e hijas. 

 

Siendo esto así, y con el objetivo de dar continuidad, reforzar y ampliar las ayudas 

económicas y las medidas de apoyo a las familias con hijos e hijas que recogía el I Plan 

Interinstitucional de Apoyo a las familias con hijos e hijas, se aprobó mediante Acuerdo 

del Consejo de Gobierno, celebrado en fecha 26 de septiembre de 2006, el II Plan 

Interinstitucional de Apoyo a las Familias, que abarcaba el periodo 2006-2010, y cuyo 

principal objetivo consistía en avanzar en el desarrollo del sistema integral de 

protección y apoyo a las familias iniciado con el I Plan. 

 

Como consecuencia de la existencia del II Plan Interinstitucional de Apoyo a las 

Familias, se aprobó el Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan las 

ayudas económicas a las familias con hijos e hijas, mediante el cual se pretendía 

regular las ayudas a las familias con hijos e hijas contempladas por el II Plan 

Interinstitucional de Apoyo a las Familias (2006-2010). En concreto, la citada norma 



reglamentaria tenía por objeto la regulación de las ayudas que el Gobierno Vasco 

otorgaba a las familias con hijos o hijas, a través de las siguientes líneas de actuación: 

ayudas por hijo o hija a cargo, ayuda por parto o adopción nacional múltiple y ayuda 

por adopción internacional. 

 

Con posterioridad a la aprobación del Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, se 

aprobó la Ley 13/2008, de 12 de diciembre , de Apoyo a las Familias, cuyo objeto 

principal consiste en establecer el marco y las bases para una política familiar integral, 

orientada a la mejora del bienestar y de la calidad de vida de la familia y de sus 

miembros. En coherencia con el objeto perseguido, y con la finalidad de proteger, 

atender y apoyar a las familias, mediante la ordenación, en un conjunto coherente, de 

las diversas medidas vigentes en el ámbito autonómico a favor de éstas, así como la 

regulación de nuevas medidas de apoyo, establece una serie de ayudas económicas 

directas para las familias con hijos e hijas. 

 

Siendo esto así, en el Capítulo I del Título II del citado texto, dedicado a las medidas 

de protección, atención y apoyo a las familias, se regulan las ayudas económicas de 

apoyo a las familias con hijos e hijas a cargo, definidas como aquellas cuyo objeto es 

el de contribuir a atender las necesidades económicas relacionadas con el 

mantenimiento y cuidado de los hijos e hijas. 

 

Evidentemente, uno de los logros más importantes que materializa el Capítulo I del 

Título II de la citada ley se concreta en su artículo 8, que configura como derecho 

subjetivo las ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas a cargo, y se 

especifica cuáles son esas ayudas, hecho este que no sólo supone, en general, la 

mejora del sistema de protección y apoyo a las familias de la Comunidad Autónoma 

Vasca, sino que refuerza la propia existencia de las ayudas económicas de apoyo a las 

familias con hijos e hijas a cargo, y ello porque consagrar las mismas como derecho 

subjetivo implica su concesión al margen de las disponibilidades presupuestarias, o, lo 

que es lo mismo, posibilita que aquellas personas que reúnan los requisitos de acceso 

reglamentariamente establecidos para ser beneficiarios de las ayudas puedan exigir su 

reconocimiento sin que la Administración pueda limitarlo o denegarlo con base en 

motivos presupuestarios. 

 

Por su parte, el artículo 9 del texto legal dispone que las personas titulares del derecho 

subjetivo a las ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas a cargo 

serán el padre o la madre, si bien, establece la posibilidad de asimilar a la condición de 

padre o madre otras personas con menores a su cargo. 

 



Por último, el artículo 10 de la Ley de Apoyo a las Familias define las líneas generales 

que han de tomarse en consideración para la concesión de la ayuda económica por 

hijos e hijas a cargo y establece la obligación de regular ayudas económicas de 

carácter extraordinario por parto o adopción múltiple o adopción internacional -cuya 

cuantía se determinará en función del número de hijos o hijas del parto o adopción 

múltiple o adopción internacional y del nivel de renta del padre y la madre integrantes 

de la unidad familiar-, así como ayudas para las familias que realicen acogimientos de 

menores. 

 

Finalizado el periodo de vigencia del II Plan Interinstitucional de Apoyo a las Familias 

(2006-2010), el Consejo de Gobierno, en su sesión celebrada en fecha 27 de diciembre 

de 2011, aprobó el III Plan Interinstitucional de Apoyo a las Familias de la Comunidad 

Autónoma del País Vasco (2011-2015), el cual formaba parte de los Planes y 

actuaciones Significativas de la IX Legislatura. 

 

Dicho Plan se aprueba con el objetivo de disponer de un III Plan estratégico 

interinstitucional, que recogiendo las experiencias y aprendizajes de los anteriores 

planes, oriente las estrategias para el logro de los retos señalados en la Ley 13/2008, 

de 12 de diciembre , de Apoyo a las Familias, a la par que actúe como una herramienta 

que permita orientar la consolidación de la política familiar en la Comunidad Autónoma 

Vasca, mejorar su eficiencia, y maximizar su impacto en la sociedad y la población. 

 

Siendo esto así, el III Plan Interinstitucional de Apoyo a las Familias de la Comunidad 

Autónoma del País Vasco (2011-2015) apuesta entre las medidas que incorpora por la 

extensión progresiva de las ayudas (sujeta a disponibilidad presupuestaria) por el 

nacimiento y mantenimiento de hijos e hijas, así como por el mantenimiento de las 

ayudas específicas, parto o por adopción múltiple, y por adopción internacional. 

 

Por otro lado, la Ley 13/2008, de 12 de diciembre , de Apoyo a las Familias partiendo 

de la existencia de realidades familiares muy diversas, prevé en su artículo 6 la 

necesidad de establecer sistemas de estandarización de la renta familiar que permitan 

dar un trato más equitativo a los distintos tipos y situaciones familiares y que serán 

aplicables a las ayudas económicas o a los servicios de apoyo a las familias en los que 

el nivel económico de renta de la unidad familiar actúe, bien como condición de 

acceso, bien como criterio para la determinación de la cuantía de la prestación o de la 

cuantía de la participación económica en el pago del servicio. Estos sistemas de 

estandarización de las rentas familiares consisten en sistemas de equivalencias 

capaces de ponderar la renta en función no sólo del número de miembros de la unidad 

familiar, sino también de la composición de esta unidad, partiendo de considerar que 



un mismo nivel de ingresos no ofrece la misma capacidad económica, en términos de 

poder adquisitivo y de nivel de vida, a unidades familiares con diferente composición. 

 

Esta previsión tiene incidencia directa en el ámbito de las políticas de familia, ámbito 

respecto del cual el párrafo segundo del artículo 6 establece que para las ayudas que 

sean homólogas se establecerá el mismo sistema de estandarización de la renta 

familiar y los mismos umbrales de acceso. 

 

En aras del contenido de la citada disposición, y atendiendo al término “homólogas”, se 

concluye la necesidad de que todas las ayudas económicas de apoyo a las familias con 

hijos e hijas a cargo, establecidas en el Capítulo I del Título II de la Ley de Apoyo a las 

Familias, se determinen de acuerdo a unos mismos criterios, habida cuenta de que con 

todas ellas se persigue un mismo objetivo, que en términos del artículo 7 de la citada 

ley es el de contribuir a atender las necesidades económicas relacionadas con el 

mantenimiento y cuidado de los hijos e hijas. 

 

Asimismo, cabe destacar que el artículo 10 de la Ley de Apoyo a las Familias, en la 

redacción que da a su epígrafe primero, deja abierta la posibilidad de introducir en la 

regulación de las ayudas nuevos criterios dirigidos a determinar la cuantía de las 

mismas, al establecer, en concreto, que la ayuda económica por hijos e hijas a cargo 

se otorgará por cada uno de ellos, con el objeto de contribuir a la cobertura de los 

gastos asociados a su mantenimiento y cuidado, pudiéndose determinar la cuantía de 

la ayuda en función, entre otros criterios, de la edad del hijo o hija que genera el 

derecho. 

 

En cumplimiento del mandato establecido en el artículo 6 de la Ley de Apoyo a las 

Familias, se aprobó el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, con el 

objeto de regular el sistema de estandarización de la renta familiar aplicable a las 

ayudas que en el marco de las políticas de familia se contemplan en el Capítulo I del 

Título II, así como en las letras a), b) y d) del artículo 12 de la citada Ley, en virtud de 

lo dispuesto en su artículo 1. 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1 del arriba citado decreto, el sistema de 

estandarización de la renta familiar resultará de aplicación a las diferentes líneas de 

ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas que se contemplan en el 

Capítulo I del Título II de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre , siempre y cuando la 

renta fuese un criterio determinante de la cuantía de la ayuda. 



 

En vista de todo lo anterior, el presente Decreto tiene por finalidad desarrollar una 

nueva regulación de las ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas 

que se guiara, primordialmente, por la extensión a todas las líneas de ayudas (y 

situaciones subvencionables al amparo de las mismas para el caso de las ayudas por 

hijo o hija a cargo) que se enmarcan dentro del mismo, esto es, a las ayudas por hijo 

o hija a cargo, a las ayudas por parto o adopción nacional múltiple, y a las ayudas por 

adopción internacional, del criterio de la renta familiar estandarizada, así como de los 

mismos umbrales de acceso, como factores que van a determinar la concreta cuantía 

de la ayuda que corresponda a las personas beneficiarias de las mismas. Todo ello, en 

aplicación de lo dispuesto en el artículo 6.2 de la Ley de Apoyo a las Familias, a la vista 

del cual en el ámbito de las políticas de familia, para las ayudas que sean homólogas 

se establecerá el mismo sistema de estandarización de la renta familiar y los mismos 

umbrales de acceso, y de acuerdo con la regulación prevista en el Decreto 154/2012, 

de 24 de julio , sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de 

las políticas de familia. 

 

Y, ello, porque siendo el objeto de las diferentes líneas de ayuda arriba enunciadas el 

mismo, y que se traduce en el hecho de contribuir a atender las necesidades 

económicas relacionadas con el mantenimiento y cuidado de los hijos e hijas, con 

independencia del proyecto familiar por el que hayan optado el padre y la madre, en lo 

que a la composición y tamaño de la unidad familiar se refiere, o a la naturaleza de las 

relaciones de filiación en las que esté fundada cada unidad familiar, no resuelta 

congruente un trato distinto, en lo que a la aplicación de criterios de renta se refiere, 

en función de la línea de ayuda de que se trate. 

 

El texto del decreto se estructura en cinco capítulos: 

 

El capítulo primero establece con carácter general las denominadas ayudas económicas 

de apoyo a las familias con hijos e hijas a cargo, que se desarrollarán a través de las 

tres líneas de actuación siguientes: 

 

a) Ayudas económicas por hijo o hija a cargo. 

 

b) Ayudas económicas por parto o adopción nacional múltiple. 

 

c) Ayudas económicas por adopción internacional. 



 

Asimismo, establece el alcance de las referencias realizadas a las situaciones 

subvencionables, y que la presente norma extiende a la tutela de las personas 

menores de edad; a la unidad familiar; hijo e hija; y, padre o madre, y determina 

quienes serán las personas beneficiarias de estas ayudas, así como la fecha en la que 

habrán de concurrir los requisitos establecidos para la concesión de las mismas, y el 

momento en que deberán ser acreditados. 

 

En el capítulo segundo se desarrollan con carácter general las denominadas ayudas por 

hijo o hija a cargo, al amparo de las cuales se distinguen diferentes ayudas en función 

de la edad y del orden del hijo o de la hija dentro de la unidad familiar. Estas son las 

mismas ayudas que en el Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan 

las ayudas económicas a las familias con hijos e hijas aparecían vinculadas al hecho 

del nacimiento, la adopción o el acogimiento familiar preadoptivo de una persona 

menor de edad, y que en el caso de la ayuda correspondiente al primer hijo o a la 

primera hija, se graduaba la cuantía de la ayuda en función de la renta de la unidad 

familiar. En el presente Decreto, se amplían a las personas menores de edad 

vinculadas a una familia en virtud de tutela, y la cuantía de la ayuda se concederá de 

forma graduada atendiendo al nivel de renta familiar estandarizada que se acredite, 

haciéndose extensivo dicho criterio a todas las ayudas económicas que se concedan al 

amparo de este capítulo, y que se concretan en la ayuda por primer hijo o primera 

hija, ayuda por segundo hijo o por segunda hija, y la ayuda por tercero o sucesivo hijo 

o por tercera o sucesiva hija. Asimismo, como novedad, destaca el hecho de que las 

cuantías de las ayudas serán las mismas para todas las situaciones subvencionables, y 

en todas las anualidades que con motivo de una concreta situación subvencionable 

procedan - ayudas de mantenimiento-, independientemente de la edad y del orden del 

hijo o de la hija. 

 

Las ayudas económicas correspondientes a las sucesivas anualidades que procedan 

con motivo de una situación subvencionable, ayudas de mantenimiento, tendrán 

carácter anual, esto es, deberán ser solicitadas cada año por las familias en cuyo seno 

exista algún hijo o hija que cumpla las condiciones de edad y orden establecidas para 

la concesión de las ayudas por segundo hijo o por segunda hija, y la ayuda por tercero 

o sucesivo hijo o por tercera o sucesiva hija, para lo cual se tendrá en cuenta la 

composición familiar el día 1 de enero del año para el que se solicita la ayuda. 

 

No obstante, se excepciona la exigencia anterior en el supuestos de guarda y custodia 

compartida. Ante estas situaciones de guarda y custodia compartida se exige que el 

padre y la madre acuerden de forma expresa quién de los dos será la persona 

solicitante de la ayuda que corresponda, tanto para el caso de que el hijo o la hija 

sobre el que o la que exista guarda y custodia compartida sea quien origine la ayuda, 



como para el caso de que no motivando la misma compute para determinar el número 

de hijos por el cual se solicita la misma, ya que la persona beneficiaria es única. 

Siendo esto así, y atendiendo al interés superior de la persona menor de edad, es 

lógico que ésta puede estar empadronada continuamente en el mismo domicilio, a 

pesar de que se haya acordado un régimen de guarda y custodia compartida, domicilio 

que no tiene por qué coincidir con el de la persona solicitante de la ayuda, de forma 

que si se tomase en cuenta para todos estos casos de guarda y custodia compartida la 

composición familiar a fecha 1 de enero del año para el que se solicita la ayuda, se les 

estaría impidiendo el acceso a las ayudas. 

 

En el capítulo tercero se regulan las ayudas por parto o adopción nacional múltiple a 

las que alude el artículo 10.3 de la Ley de Apoyo a las Familias. Esta ayuda se otorgará 

en función del número de hijos o de hijas nacidos y nacidas de un mismo parto, o 

adoptados y adoptadas de forma simultánea, así como atendiendo al nivel de renta 

familiar estandarizada. 

 

Esta ayuda, al igual que en el anterior decreto, consistirá en una ayuda económica de 

pago único y tendrá carácter acumulativo en relación a la contemplada en el capítulo 

anterior, lo que permitirá a las familias, de un lado, acogerse a las ayudas establecidas 

con carácter general para todos los hijos e hijas y, por otro lado, beneficiarse de un 

programa específico que establece una ayuda puntual para el año en el que tenga 

lugar el hecho del nacimiento o de la constitución de la adopción. 

 

En el cuarto de los capítulos se prevén las ayudas por adopción internacional de 

personas menores de edad, sean simples o múltiples, y suponen una continuación al 

programa de ayudas que para este mismo objeto, y respecto de las adopciones que 

tuviesen lugar a partir del 1 de enero de 2007, se implantó en el Decreto 255/2006, de 

19 de diciembre, por el que se regulan las ayudas económicas a las familias con hijos e 

hijas, con el objeto de darles un tratamiento diferenciado respecto de los partos o 

adopciones nacionales múltiples, y las cuales han sido reconocidas por la propia Ley de 

Apoyo a las Familias en su artículo 10.3. 

 

Las cuantías específicas de las ayudas que se conceden a esta situación 

subvencionable se gradúan en función del número de personas menores de edad 

adoptados de forma simultánea, así como del nivel de renta familiar estandarizada. 

 

Por último, en el quinto de los capítulos se abordan las disposiciones comunes a las 

líneas de ayudas reguladas en los Capítulos II, III y IV del decreto, y que atienden, 

entre otras cuestiones, al plazo y lugar de presentación de solicitudes, y la 



documentación que deberá acompañarse a las mismas, al supuesto de guarda y 

custodia compartida y al supuesto de adopción precedida de acogimiento familiar 

preadoptivo. Asimismo, se desarrolla el criterio de la renta familiar estandarizada, se 

fijan los supuestos en los que se considerará una renta familiar estandarizada que 

determine la concesión de la ayuda en su cuantía mínima, y se prevén tanto los 

supuestos que dan lugar a incompatibilidades para la percepción de las ayudas como la 

posibilidad o no de concurrencia de ayudas. 

 

No obstante lo anterior, una de las novedades más relevantes que se introducen en 

este capítulo es la de posibilitar la tramitación de la solicitud de las diferentes ayudas 

económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas a cargo por medios electrónicos, 

dando así cumplimiento a lo dispuesto en el Decreto 21/2012, de 21 de febrero, de 

Administración Electrónica. Esta posibilidad, persigue, por un lado, facilitar a la 

ciudadanía a la que van dirigidas las ayudas, por definición con poco tiempo debido a 

la asunción de las obligaciones familiares que la crianza de sus hijos e hijas implican, 

sus relaciones con esta Administración y, por otro, mejorar la eficiencia administrativa 

interna en la gestión de las ayudas. 

 

Este Decreto, de carácter subvencional y, por tanto, promocional o de fomento, se 

dicta al amparo de las competencias que los artículos 10.12 y 10.39 del Estatuto de 

Autonomía para el País Vasco reconocen a la Comunidad Autónoma Vasca en materia 

de asistencia social, desarrollo comunitario, condición femenina, política infantil, juvenil 

y de la tercera edad. 

 

A los efectos de lo previsto en el artículo 8  de la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, de 

Apoyo a las Familias, las ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas a 

cargo reguladas en el presente Decreto se configuran como un derecho subjetivo, 

siempre y cuando se reúnan los requisitos de acceso. 

 

Finalmente, y de conformidad con lo atribución competencial realizada por la citada ley 

en su artículo 27.2, corresponde al Gobierno Vasco, además del ejercicio de la 

iniciativa legislativa y de la potestad reglamentaria, la regulación y gestión de las 

ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas reguladas en el Capítulo I 

del Título II. 

 

En su virtud, a propuesta del Consejero de Empleo y Políticas Sociales, de acuerdo con 

la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, y previa deliberación y aprobación del 

Consejo de Gobierno en su sesión celebrada el día 17 de marzo de 2015, 



 

DISPONGO: 

 

CAPÍTULO I 

 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1.- Objeto. 

 

El objeto del presente Decreto es la regulación de las ayudas económicas que el 

Gobierno Vasco, a través del Departamento competente en materia de política familiar, 

otorgará a las familias con hijos e hijas a cargo, a través de las siguientes líneas de 

actuación: 

 

a) Ayudas económicas por hijo o hija a cargo. 

 

b) Ayudas económicas por parto o adopción nacional múltiple. 

 

c) Ayudas económicas por adopción internacional. 

 

Artículo 2.- Ámbito de aplicación. 

 

Las ayudas previstas en el presente Decreto serán de aplicación a las situaciones 

subvencionables que se produzcan a partir de su entrada en vigor. 

 

Artículo 3.- Conceptos. 

 

A los efectos de este Decreto: 

 



1.- Se consideran situaciones subvencionables el nacimiento, la adopción, el 

acogimiento familiar preadoptivo, la tutela sobre una persona menor de dieciocho años 

de edad, y el mantenimiento de los hijos y de las hijas integrantes de la unidad 

familiar a fecha de 1 de enero del año para el que se solicita la ayuda. 

 

2.- Se considera unidad familiar la compuesta por los miembros que se establecen en 

el artículo 4.1  del Decreto 154/2012, de 24 de julio, sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familia, y con el 

alcance que les atribuye la citada norma. 

 

3.- Se considera hijo o hija toda persona menor de edad vinculada por relación de 

filiación, sea por naturaleza o por adopción, con la persona solicitante y con su 

cónyuge o pareja de hecho. Asimismo, se asimila a la condición de hijo o hija a toda 

persona menor de edad acogida preadoptivamente por ambos o por cualquiera de 

ellos, o sometida a su tutela. 

 

4.- Se asimila a la condición de padre o madre: 

 

a) A quien ostente la guarda y custodia del hijo o de la hija. 

 

b) A las personas que tengan atribuida la guarda de personas menores de edad en 

virtud de acogimiento familiar preadoptivo o tutela. 

 

c) A la persona que conviva con las anteriores, sea como cónyuge o como pareja de 

hecho. 

 

Artículo 4.- Requisitos de las personas beneficiarias. 

 

1.- Podrá ser persona beneficiaria de estas ayudas económicas el padre o la madre 

integrante de la unidad familiar. 

 



2.- La persona beneficiaria deberá residir de forma efectiva, y figurar en el Padrón de 

cualquier municipio de la Comunidad Autónoma del País Vasco al menos con un año de 

antelación a la fecha de presentación de la solicitud. 

 

También podrá solicitar y beneficiarse de estas ayudas económicas quien, residiendo y 

figurando en el Padrón de cualquier municipio de la Comunidad Autónoma del País 

Vasco a la fecha de presentación de la solicitud, no hubiera estado residiendo y 

empadronado de forma continuada durante los doce meses previos a la presentación 

de la misma, pero pudiera acreditar cinco años continuados de residencia y 

empadronamiento en la Comunidad Autónoma del País Vasco a lo largo de los últimos 

diez años. 

 

3.- Asimismo, la persona beneficiaria deberá estar empadronada junto con el hijo o 

hija que motiva la ayuda, así como con todos aquellos hijos o hijas que, en su caso, se 

computen para determinar la composición de la unidad familiar. 

 

Artículo 5.- Cumplimiento de requisitos. 

 

1.- Los requisitos para la concesión de las ayudas económicas con motivo del 

nacimiento, la adopción, el acogimiento familiar preadoptivo y la tutela, deberán 

concurrir en el momento en el que se presente la solicitud y deberán ser acreditados 

en los plazos establecidos al efecto. 

 

2.- En cuanto a las ayudas económicas correspondientes a las sucesivas anualidades 

que procedan con motivo de una situación subvencionable -ayudas de mantenimiento-, 

la composición familiar que se tendrá en cuenta para la concesión de la ayuda será la 

existente a fecha de 1 de enero del año para el que se solicita la ayuda, debiendo, 

asimismo, concurrir los requisitos exigidos para la concesión de las ayudas en el 

momento en el que se presente la solicitud, y los cuales deberán ser acreditados en los 

plazos establecidos al efecto. 

 

Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior en relación a la fecha a la que se 

atiende para determinar la composición familiar a los supuestos de guarda y custodia 

compartida a los que se alude en el artículo 21, y respecto de los cuales la persona 

menor de edad podrá estar empadronada con cualquiera de las personas que tenga 

atribuida su guarda y custodia. 

 



CAPÍTULO II 

 

AYUDAS ECONÓMICAS POR HIJO O HIJA A CARGO 

 

Artículo 6.- Situaciones subvencionables. 

 

1.- Las ayudas económicas a otorgar al amparo del presente Capítulo serán las 

siguientes: 

 

a) Ayuda económica por primer hijo o primera hija. 

 

b) Ayuda económica por segundo hijo o por segunda hija. 

 

c) Ayuda económica por tercero o sucesivo hijo o por tercera o sucesiva hija. 

 

2.- Las ayudas económicas citadas en los apartados b) y c) del párrafo anterior darán 

lugar a una ayuda inicial con motivo del nacimiento, la adopción, el acogimiento 

familiar preadoptivo o la tutela, y, en el caso de que concurran los requisitos exigidos 

para ello, a posteriores ayudas de mantenimiento, las cuales se extenderán durante los 

periodos que se indican en el artículo siguiente. Estas últimas ayudas deberán 

solicitarse anualmente. 

 

3.- El orden del hijo o de la hija dentro de la unidad familiar se determinará por el 

lugar que ocupe en el conjunto de hijos o hijas convivientes ordenado en función de la 

fecha de nacimiento. 

 

4.- Sin perjuicio de lo establecido en el Capítulo III, en los supuestos de partos 

múltiples se estará a lo dispuesto en el artículo 31 del Código Civil para determinar la 

prioridad del nacimiento. 

 

Artículo 7.- Extensión de las ayudas económicas. 



 

1.- La ayuda económica por primer hijo o primera hija consistirá en una ayuda 

económica de pago único, correspondiente al año en el que tuvo lugar el nacimiento, la 

adopción, el acogimiento familiar preadoptivo o la constitución de la tutela, que se 

otorgará en función del cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente 

Decreto, y la cual no dará lugar a ayudas de mantenimiento. 

 

2.- Las ayudas económicas por segundo hijo o segunda hija, y por tercero o sucesivo 

hijo o por tercera o sucesiva hija, consistirán en una ayuda económica que se otorgará 

con motivo del nacimiento, la adopción, el acogimiento familiar preadoptivo o la tutela, 

y del cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente Decreto, y, en su caso, 

a ayudas de mantenimiento en el modo en que se indica en el presente artículo. 

 

3.- En el supuesto de nacimiento, la ayuda económica se otorgará en función de la 

edad y del orden del hijo o de la hija, durante los siguientes periodos: 

 

a) Por segundo hijo o segunda hija: 

 

Un pago correspondiente al año en el que tuvo lugar el nacimiento del hijo o de la hija; 

y, 

 

Un pago correspondiente al año en que el hijo o la hija cumpla un año de edad. 

 

b) Por tercero o sucesivos hijos o tercera o sucesivas hijas: 

 

Un pago correspondiente al año en el que tuvo lugar el nacimiento del hijo o de la hija. 

 

Un pago correspondiente al año en que el hijo o la hija cumpla uno, dos, tres, cuatro, 

cinco y seis años de edad. 

 

4.- En el supuesto de adopción, acogimiento familiar preadoptivo o constitución de la 

tutela sobre una persona menor de dieciocho años de edad, procederá la realización de 

un pago en el año en que se formalice la adopción, el acogimiento familiar preadoptivo 



o la constitución de la tutela, independientemente de su edad, y los años siguientes se 

otorgará en función de la edad y del orden del hijo o de la hija, según lo previsto en el 

párrafo anterior. 

 

5.- Las ayudas previstas en este artículo será acumulativas, por lo que podrán 

percibirse tantas como hijos o hijas cumplan los requisitos de edad y orden 

establecidos. 

 

Artículo 8.- Cuantía de las ayudas económicas. 

 

La cuantía de la ayuda económica, que será la misma para todas las situaciones 

subvencionables al amparo del presente capítulo, y, en su caso, para las ayudas de 

mantenimiento, oscilará entre los cuatrocientos (400) euros y los novecientos (900) 

euros, en función de la renta familiar estandarizada, calculado conforme a lo dispuesto 

en el artículo 23 del presente Decreto. Para ello, se establecen los siguientes umbrales 

de renta familiar estandarizada y la cuantía correspondiente a cada uno de ellos: 

 

a) Para una renta familiar estandarizada igual o inferior a 20.000 euros, la cuantía 

ascenderá a novecientos (900) euros. 

 

b) Para una renta familiar estandarizada superior a 20.000 e igual o inferior a 30.000 

euros, la cuantía ascenderá a quinientos (500) euros. 

 

c) Para una renta familiar estandarizada superior a 30.000 euros, la cuantía ascenderá 

a cuatrocientos (400) euros. 

 

Artículo 9.- Reconocimiento de discapacidad o situación de dependencia. 

 

1.- En el supuesto de que el hijo o la hija que origina la ayuda económica tenga 

reconocida una discapacidad de porcentaje igual o superior al 33%, o una situación de 

dependencia reconocida en virtud de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre , de 

Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 

dependencia y de su normativa de desarrollo, las cuantías previstas en el artículo 

anterior se duplicarán. 



 

2.- Si el certificado que acredita el reconocimiento del grado de discapacidad o de la 

situación de dependencia fuera presentado con posterioridad a la fecha de la solicitud 

de la ayuda, se reconocerá la duplicación de las cuantías que hubiesen sido concedidas 

en función de la renta familiar estandarizada calculada de acuerdo a la composición y 

singularidades de la unidad familiar acreditadas en la fecha de la presentación de la 

solicitud. Todo ello, siempre que dicho certificado fuera presentado en el plazo de 

cuatro años desde el nacimiento o, en su caso, desde la constitución de la adopción, el 

acogimiento familiar preadoptivo o la tutela, y las personas beneficiarias siguieran 

cumpliendo el resto de requisitos y condiciones establecidos en el presente Decreto. Si 

fuera presentado después de los cuatro años, se duplicará solamente la ayuda 

económica correspondiente a los años en que se presente el certificado. 

 

CAPÍTULO III 

 

AYUDAS ECONÓMICAS POR PARTO O ADOPCIÓN NACIONAL MÚLTIPLE 

 

Artículo 10.- Situaciones subvencionables. 

 

1.- Serán objeto de subvención al amparo de este capítulo los partos múltiples y las 

adopciones nacionales múltiples. 

 

2.- Se considera parto múltiple aquel en el que de un mismo embarazo nacen dos o 

más hijos o hijas. 

 

3.- Se considera adopción nacional múltiple aquella en la que se adoptan en el Estado 

simultáneamente dos o más personas menores de edad en un único procedimiento, 

una vez que haya resolución judicial o documento constitutivo de la misma. 

 

Asimismo, y a los efectos de las ayudas económicas previstas en el presente capítulo, 

se asimila a la adopción nacional múltiple el acogimiento familiar preadoptivo o la 

tutela que afecte, simultáneamente y en un único procedimiento, a dos o más 

personas menores de edad. 

 



Artículo 11.- Naturaleza. 

 

La ayuda económica por parto o adopción nacional múltiple consistirá en una ayuda de 

pago único, que se otorgará en función del cumplimiento de los requisitos establecidos 

en el presente Decreto. 

 

Artículo 12- Cuantía de las ayudas económicas. 

 

1.- La cuantía de la ayuda estará en función del número de hijos o hijas del parto o 

adopción múltiple, así como de la renta familiar estandarizada, calculada conforme a lo 

dispuesto en el artículo 23 del presente Decreto. 

 

2.- En concreto, la cuantía de la ayuda económica se determinará multiplicando 2.000 

(el importe en euros correspondiente a la cuantía mínima a percibir) por el número de 

hijos o de hijas del parto o adopción múltiple menos 1, y por el factor de ponderación 

correspondiente a la renta familiar estandarizada. Para ello, se establecen los 

siguientes umbrales de renta familiar estandarizada y el factor de ponderación 

correspondiente a cada uno de ellos: 

 

a) Para una renta familiar estandarizada igual o inferior a 20.000 euros, el factor de 

ponderación será 2. 

 

b) Para una renta familiar estandarizada superior a 20.000 e igual o inferior a 30.000 

euros, el factor de ponderación será 1,5. 

 

c) Para una renta familiar estandarizada superior a 30.000 euros, el factor de 

ponderación será 1. 

 

CAPÍTULO IV 

 

AYUDAS ECONÓMICAS POR ADOPCIÓN INTERNACIONAL 

 



Artículo 13.- Situaciones subvencionables. 

 

1.- Será objeto de subvención al amparo de este capítulo las adopciones 

internacionales de personas menores de edad, sean simples o múltiples. 

 

2.- Se considera adopción internacional aquella en la que se ha constituido un vínculo 

de filiación adoptiva entre una persona menor de edad declarada adoptable y residente 

en el extranjero y la persona adoptante o personas adoptantes, al amparo de las 

disposiciones de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre , de adopción internacional. En 

todo caso, el vínculo de filiación adoptiva deberá haberse constituido en virtud de 

resolución judicial o documento análogo emitido por la autoridad extranjera con 

competencia para ello. 

 

Artículo 14.- Naturaleza. 

 

La ayuda por adopción internacional consistirá en una ayuda económica de pago único, 

que se otorgará en función del cumplimiento de los requisitos establecidos en el 

presente Decreto. 

 

Artículo 15.- Cuantía de las ayudas económicas. 

 

1.- La cuantía de la ayuda económica estará en función del número de hijos o de hijas 

adoptadas de forma simultánea, así como de la renta familiar estandarizada, calculada 

conforme a lo dispuesto en el artículo 23 del presente Decreto. 

 

2.- En concreto, la cuantía de la ayuda por adopción internacional simple se 

determinará multiplicando 2.000 (el importe en euros correspondiente a la cuantía 

mínima a percibir) por el factor de ponderación correspondiente a la renta familiar 

estandarizada. Para ello, se establecen los siguientes umbrales de renta familiar 

estandarizada y el factor de ponderación correspondiente a cada uno de ellos: 

 

a) Para una renta familiar estandarizada igual o inferior a 20.000 euros, el factor de 

ponderación será 2. 

 



b) Para una renta familiar estandarizada superior a 20.000 e igual o inferior a 30.000 

euros, el factor de ponderación será 1,5. 

 

c) Para una renta familiar estandarizada superior a 30.000 euros, el factor de 

ponderación será 1. 

 

3.- La cuantía de la ayuda por adopción internacional múltiple se determinará sumando 

a los dos mil (2.000) euros correspondientes al primer hijo o a la primera hija mil 

quinientos (1.500) euros por cada uno del resto de los hijos o de las hijas de la 

adopción internacional múltiple, y multiplicando dicha suma por el factor de 

ponderación que corresponda según la renta familiar estandarizada, tal como se ha 

especificado en el párrafo anterior. 

 

CAPÍTULO V 

 

DISPOSICIONES COMUNES 

 

Artículo 16.- Plazo de presentación de las solicitudes de ayuda. 

 

El plazo de presentación de las solicitudes de ayuda será el siguiente: 

 

a) En los supuestos en que se produzca en el año natural un nacimiento, una adopción, 

un acogimiento familiar preadoptivo o una tutela, las solicitudes deberán presentarse 

en el plazo de tres meses a partir del día siguiente a la fecha del nacimiento, o a la de 

la resolución judicial o documento análogo constitutivo de la adopción nacional o 

internacional, del acogimiento familiar preadoptivo o de la tutela, o a la de su 

notificación a la persona solicitante de la ayuda, con independencia de la fecha en que 

dicha resolución judicial o documento análogo haya adquirido firmeza. 

 

b) Para las ayudas de mantenimiento que procedan con motivo de una situación 

subvencionable, referidas a los hijos o las hijas existentes en la unidad familiar a fecha 

de 1 de enero de cada año, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del 

artículo 5 del presente Decreto para los supuestos de guarda y custodia compartida, 

las solicitudes podrán presentarse durante todo el año natural en el que el hijo o la hija 

cumpla la edad correspondiente. 



 

Artículo 17.- Solicitudes de ayuda y lugar de presentación. 

 

1.- Las solicitudes se presentarán en instancia normalizada aprobada mediante Orden 

de la Consejera o Consejero del Departamento competente en materia de política 

familiar. Las instancias normalizadas de las solicitudes se facilitarán en las oficinas del 

Servicio de Atención Ciudadana del Gobierno Vasco -Zuzenean- y también podrán 

descargarse directamente desde la sede electrónica (https://euskadi.eus) 

 

2.- Las solicitudes de las ayudas económicas previstas en este Decreto podrán 

presentarse de forma presencial en las oficinas del Servicio de Atención Ciudadana -

Zuzenean- del Gobierno Vasco, o ante los órganos previstos en el artículo 38.4  de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común mediante instancia normalizada, 

debidamente cumplimentada en todos sus términos, o, asimismo, de forma electrónica 

en los términos definidos en el artículo 19 de este Decreto. 

 

3.- Las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre integrantes de la 

unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas económicas a obtener 

la información sobre su nivel de renta, según el artículo 23 de este Decreto, 

directamente de las Administraciones tributarias con las que exista el correspondiente 

Convenio de Colaboración en materia de suministro de información para finalidades no 

tributarias por medios electrónicos. 

 

Asimismo, las solicitudes incluirán un apartado para que el padre y la madre 

integrantes de la unidad familiar puedan autorizar al órgano gestor de las ayudas 

económicas la comprobación, constancia o verificación en la administración 

competente, y por medios electrónicos, de la información correspondiente a: 

 

- el Documento Nacional de Identidad o Número de Identificación de Extranjero. 

 

- los datos existentes en el Registro de Parejas de Hecho de la Comunidad Autónoma 

del País Vasco. 

 

Artículo 18.- Documentación preceptiva a aportar. 



 

1.- La solicitud deberá ir acompañada, en todo caso, de la siguiente documentación 

preceptiva: 

 

a) Acreditación de la identidad del padre y de la madre integrantes de la unidad 

familiar. Cuando se trate de nacionales de otro Estado miembro de la Unión Europea o 

de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo se presentará el 

pasaporte o documento de identidad equivalente en su país y en el que conste la 

nacionalidad del titular, y cuando se trate de nacionales del resto de países se 

presentará el Número de Identificación de Extranjeros (NIE) o pasaporte, o, cuando 

proceda, la autorización de residencia permanente. 

 

Si la solicitud se ha presentado en canal presencial, no deberá aportarse el DNI o, en 

su caso, el NIE de la persona solicitante si en la solicitud se autoriza, al órgano gestor 

de las ayudas, la comprobación o verificación de dichos datos de identidad en el 

Ministerio del Interior. Tampoco deberá aportarse dicha documentación si la solicitud 

se ha presentado en canal electrónico y la persona solicitante se ha identificado con un 

Certificado electrónico reconocido. 

 

b) Copia del libro de familia de matrimonio, o, si se trata de parejas de hecho, 

certificación del Registro de Parejas de Hecho en el que estén inscritos o documento 

análogo que acredite tal condición. 

 

c) Copia del libro de familia en la que estén incluidos los hijos o las hijas que dan 

derecho a las ayudas. 

 

En el caso de que no estuviesen incluidos en el libro de familia todos los hijos o hijas 

que se integran la unidad familiar, certificado de nacimiento o documento análogo que 

acredite el nacimiento, expedido por la autoridad competente, correspondiente a cada 

uno de los hijos e hijas no incluidos en el libro de familia. 

 

d) Acreditación actualizada de empadronamiento de la persona solicitante, que incluirá 

la relación de todas las personas residentes en el domicilio, así como la fecha de 

empadronamiento de la persona solicitante en el municipio. No tendrán validez a 

efectos de la referida acreditación los documentos que hayan sido emitidos con una 

antelación superior al mes respecto a la fecha de presentación de la ayuda. 



 

En el supuesto de que la documentación acreditativa del empadronamiento no sea 

prueba de la residencia efectiva, o se considere necesario conocer el lugar de 

residencia del padre o de la madre no solicitante de la ayuda, correspondiente a los 

dos últimos años, a fin de poder determinar la Administración tributaria ante la que 

estaba obligada a realizar la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas (IRPF), el órgano gestor de las ayudas podrá requerir a la persona solicitante 

que presente la documentación acreditativa de los citados extremos. 

 

Cuando el solicitante esté comprendido en la excepción señalada en el segundo párrafo 

del artículo 4.3, deberá presentar, además de la acreditación actualizada de 

empadronamiento, que incluirán la relación de todas las personas residentes en el 

domicilio, la documentación relativa al empadronamiento que acredite dicha excepción. 

 

e) En el supuesto de que no se pueda obtener, por vía telemática o, en su caso, por los 

medios que se encuentren disponibles, información sobre el nivel de renta del padre y 

de la madre integrantes de la unidad familiar, por haber realizado o haberle 

correspondido, en su caso, realizar la declaración del IRPF ante una Administración 

tributaria con la que no exista el correspondiente convenio de colaboración en materia 

de suministro de información para finalidades no tributarias por medios electrónicos: 

 

- Copia de la liquidación realizada por la Administración que corresponda de la 

declaración del IRPF del padre y de la madre integrantes de la unidad familiar (bien 

declaración conjunta o declaración individual de cada uno de ellos), y correspondiente 

al periodo impositivo referido a dos años antes a la fecha de nacimiento, adopción, 

acogimiento familiar preadoptivo o tutela de los hijos o de las hijas, o, para el caso de 

que se trate de las ayudas de mantenimiento, correspondiente al periodo impositivo 

referido a dos años antes al año en que el hijo o la hija que motiva la ayuda cumpla 

uno, dos, tres, cuatro, cinco y seis años de edad. 

 

- En caso de nulidad, separación o divorcio copia de la liquidación realizada por la 

Administración que corresponda de la declaración del IRPF del padre o de la madre que 

tenga atribuida la guarda y custodia de los hijos o de las hijas que originan la ayuda. 

 

- En el caso de que el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no hubiesen 

realizado la declaración del IRPF, certificado emitido por la Administración que 

corresponda en el que se indiquen la totalidad de las rentas y de los rendimientos 

imputables al IRPF que hubiera o hubieran percibido en el periodo impositivo referido a 



dos años antes a la fecha de nacimiento, adopción, acogimiento familiar preadoptivo o 

tutela de los hijos o de la hijas, o, para el caso de que se trate de las ayudas de 

mantenimiento, correspondiente al periodo impositivo referido a dos años antes al año 

en que el hijo o la hija que motiva la ayuda cumpla uno, dos, tres, cuatro, cinco y seis 

años de edad. 

 

Igualmente, en el caso de que en los tres años anteriores al de la solicitud se haya 

producido cualquier tipo de cambio en el nombre o apellidos que figuran en el 

documento que acredite la personalidad del padre o de la madre integrantes de la 

unidad familiar, o se haya cambiado de documento de identidad, la persona afectada 

deberá aportar la documentación citada en el presente apartado. 

 

f) Copia de los datos de titularidad de la libreta de ahorro o cuenta bancaria en la que 

se desee cobrar la ayuda. Necesariamente la persona solicitante de la ayuda habrá de 

ser la titular de la libreta de ahorro o cuenta bancaria que se aporte. 

 

g) Declaración responsable de la persona solicitante de la ayuda de no hallarse 

sancionada penal ni administrativamente con la pérdida de la posibilidad de obtención 

de subvenciones o ayudas públicas, ni estar incursa en prohibición legal alguna que la 

inhabilite para ello, con expresa referencia a las que se hayan producido por 

discriminación de sexo de conformidad con lo dispuesto en la Disposición Final sexta de 

la Ley 4/2005, de 18 de febrero , para la Igualdad de Mujeres y Hombres. 

 

h) Declaración responsable de la persona solicitante informando si tiene abiertos 

procedimientos de reintegro o sancionadores incoados por la Administración General 

de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos en el marco de ayudas o 

subvenciones concedidas. 

 

i) Declaración responsable de la persona solicitante de la ayuda sobre la veracidad de 

los datos contenidos en la solicitud y documentación que le acompaña, y cumplimiento 

con los requisitos establecidos en la normativa vigente para ser beneficiaria de estas 

ayudas. 

 

2.- Asimismo, deberá presentarse la siguiente documentación cuando concurran los 

siguientes supuestos: 

 



a) En el supuesto de adopción, acogimiento familiar preadoptivo o tutela, copia de la 

resolución judicial o documento análogo constitutivo de la misma, y, en su caso, 

certificación acreditativa de la fecha de notificación de la misma, que habrá de ser 

expedida por la autoridad competente para la constitución de la adopción, acogimiento 

familiar preadoptivo o tutela. 

 

b) En caso de nulidad matrimonial, separación judicial o divorcio de la persona 

solicitante, copia de la resolución judicial que atribuya la guarda y custodia de los hijos 

o de las hijas que originan la ayuda o que, en su caso, se computan para determinar el 

número de hijos o de hijas por el cuál se solicita la misma. 

 

Asimismo, en el supuesto de guarda y custodia compartida establecida en resolución 

judicial de los hijos o de las hijas arriba citados, acuerdo firmado por el padre y por la 

madre que ostentan la misma, en el que se recoja de forma expresa quien de los dos 

será la persona solicitante de la ayuda, a efectos de lo dispuesto en el artículo 21. 

 

c) En el supuesto de que la persona solicitante de la ayuda sea víctima de violencia de 

género, acreditación de la situación de violencia de género por alguno de los medios 

establecidos en el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de 

estandarización de la renta familiar en el marco de las políticas de familias. 

 

d) En caso de que alguna de las personas que integran la unidad familiar tenga 

reconocida una discapacidad con un porcentaje igual o superior al 33%, acreditación 

del reconocimiento del grado de discapacidad vigente emitido por la autoridad 

competente. 

 

Por su parte, en el supuesto de que alguna de las personas que integran la unidad 

familiar tuviese reconocida una situación de dependencia, acreditación de la situación 

de dependencia, emitida por la Administración competente, con especificación del 

grado de dependencia y el nivel dentro de cada grado, en el marco de lo previsto en la 

Ley 39/2006, de 14 de diciembre , de Promoción de la Autonomía Personal y Atención 

a las personas en situación de dependencia y en su normativa de desarrollo. 

 

3.- Las solicitudes correspondientes a las ayudas de mantenimiento se harán en 

instancia simplificada, en las que se incluirá una declaración responsable en la que se 

afirme que se mantienen los requisitos tenidos en cuenta para el acceso a la ayuda 

inicial que da lugar al mantenimiento de la misma, y que deberá ir acompañada de la 

documentación relativa a cualquier modificación producida respecto a la situación 



anteriormente acreditada y, en todo caso, de la documentación descrita en los 

apartados d) y e) del párrafo primero de este artículo, salvo que en el caso de la 

documentación descrita en el apartado e) hubiesen dado la autorización al órgano 

gestor de las ayudas económicas a obtener la información relativa a la misma. 

 

Lo anterior no resultará de aplicación a las solicitudes correspondientes a las ayudas de 

mantenimiento respecto de las cuales no se hubiese presentado previamente la 

solicitud de ayuda por la situación subvencionable que da lugar a la misma. 

 

4- La acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias por parte de las 

personas solicitantes de las ayudas se verificará automáticamente, tantas veces como 

fuera necesario, por el órgano gestor sin necesidad del consentimiento de las mismos, 

en aplicación del Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre , por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General 

del País Vasco. En el supuesto de que no se pueda obtener, por vía telemática o, en su 

caso, por los medios que se encuentren disponibles, dicha información, las personas 

interesadas deberán presentar certificado acreditativo de que se encuentra al día en el 

cumplimiento de sus obligaciones tributarias, con carácter previo al abono de la ayuda. 

 

5.- Todo documento extranjero que se aporte deberá estar, en su caso, traducido en 

forma oficial al euskera o al castellano, Además, los documentos públicos extranjeros 

deben ser legalizados según corresponda. 

 

Artículo 19.- Tramitación electrónica de las ayudas. 

 

1.- Las personas beneficiarias podrán solicitar, consultar y realizar todos los trámites 

de este procedimiento utilizando medios electrónicos. 

 

2.- La tramitación electrónica está regulada en el Decreto 21/2012, de 21 de febrero, 

de Administración Electrónica. 

 

3.- Las especificaciones de cómo tramitar, tanto por canal presencial como electrónico, 

las solicitudes, declaraciones responsables, y demás modelos están disponibles en la 

sede electrónica (https://euskadi.eus/ayuda_subvencion/2014/acrónimo/y22-

izapide/es/) 



 

4.- El empleo de un canal, presencial o electrónico, en el trámite de solicitud y 

aportación de documentación no obliga a su utilización en los sucesivos trámites del 

procedimiento, pudiendo modificarse en cualquier momento. 

 

Los trámites posteriores a la solicitud, por canal electrónico, se realizan a través de 

https://www.euskadi.eus/misgestiones 

 

Artículo 20.- Subsanación y mejora de la solicitud. 

 

Si la solicitud y la documentación que debe aportarse no reuniera todos los requisitos 

establecidos en la presente norma, o su contenido resultare insuficiente, se requerirá 

al solicitante para que en el plazo de 10 días hábiles complete la documentación o 

subsane las deficiencias, con indicación de que si no lo hiciere se le tendrá por 

desistido de su petición, estando obligada la Administración a dictar resolución expresa 

sobre esta solicitud, así como a notificarla, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 71.1  y 42.1  de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones 

Públicas y de Procedimiento Administrativo Común. 

 

Artículo 21.- Guarda y custodia compartida. 

 

1.- En el supuesto de guarda y custodia compartida, establecida por resolución judicial, 

el padre y la madre deberán acordar de forma expresa quién de los dos será la 

persona solicitante de la ayuda que corresponda con motivo del nacimiento, la 

adopción, el acogimiento familiar preadoptivo y la tutela, ya que la persona 

beneficiaria es única. 

 

2.- Del mismo modo, se exigirá el citado acuerdo respecto de las ayudas de 

mantenimiento que procedan, tanto para el caso de que el hijo o la hija sobre el que o 

la que exista guarda y custodia compartida sea quien origine la ayuda, como para el 

caso de que no motivando la misma compute para determinar el número de hijos por 

el cual se solicita la misma, ya que la persona beneficiaria es única. 

 

Artículo 22.- Adopción precedida de acogimiento familiar preadoptivo. 

 



En el supuesto de adopción que hubiera estado precedida de acogimiento familiar 

preadoptivo será a elección del padre y de la madre solicitar la ayuda con motivo de la 

formalización del acogimiento preadoptivo o, posteriormente, con motivo de la 

constitución de la adopción, sin que en ningún caso el mismo hijo o hija pueda dar 

derecho a la ayuda correspondiente a ambas situaciones subvencionables. 

 

Artículo 23.- Renta familiar estandarizada. 

 

1.- La cuantía de la ayuda se determinará en función de la renta familiar 

estandarizada, para cuyo cálculo se tendrán en cuenta, con el alcance que les atribuye 

el Decreto 154/2012, de 24 de julio , sobre el sistema de estandarización de la renta 

familiar en el marco de las políticas de familia, la composición de la unidad familiar, el 

nivel de renta familiar, y el coeficiente de equivalencia correspondiente a la unidad 

familiar. 

 

2.- El nivel de renta familiar al que se alude en el artículo 5  del Decreto 154/2012, de 

24 de julio, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las 

políticas de familias, se determinará por la suma de la base imponible general y la 

base imponible del ahorro del IRPF del padre y de la madre integrantes de la unidad 

familiar, correspondientes al periodo impositivo referido a dos años antes a la fecha de 

nacimiento, adopción, acogimiento familiar preadoptivo o constitución de la tutela del 

hijo o de la hija, o, para el caso de que se trate de las ayudas de mantenimiento, 

correspondientes al periodo impositivo referido a dos años antes al año en que el hijo o 

la hija que motiva la ayuda cumpla uno, dos, tres, cuatro, cinco y seis años de edad. 

 

En los casos de separación, divorcio o nulidad, se considerará la suma de la base 

imponible general y la base imponible del ahorro del IRPF del padre o la madre 

solicitante de la ayuda que ostente la guarda y custodia de los hijos según la sentencia 

judicial, más los ingresos de su cónyuge o pareja de hecho actual, si fuera el caso. 

 

3.- El nivel de renta familiar determinado conforme a lo dispuesto en el párrafo 

anterior se dividirá por el coeficiente de equivalencia de la unidad familiar, cuyo cálculo 

se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 6  del Decreto 154/2012, de 24 de 

julio, sobre el sistema de estandarización de la renta familiar en el marco de las 

políticas de familia. 

 

4.- En los casos en que se autorice la solicitud a la Administración tributaria de la 

información necesaria para determinar el nivel de renta, para la determinación de la 



renta familiar estandarizada se tendrá en cuenta, en lo que al nivel de renta familiar se 

refiere, únicamente la información recabada por el órgano gestor de las ayudas de la 

Administración tributaria o, en su caso, de las Administraciones tributarias que se 

hayan indicado por el padre o la madre integrantes de la unidad familiar. 

 

Cuando el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no hubiesen realizado la 

declaración del IRPF, el nivel de renta familiar se determinará en base a la información 

recabada por la Administración tributaria o las Administraciones tributarias que 

procedan, y proporcionada en virtud de los Convenios de Colaboración en materia de 

suministro de información para finalidades no tributarias por medios electrónicos. 

 

Artículo 24.- Cuantía mínima de la ayuda. 

 

En todo caso, se considerará una renta familiar estandarizada que determine la 

concesión de la ayuda en su cuantía mínima en los siguientes supuestos: 

 

a) Cuando la persona solicitante de la ayuda se acoja en la solicitud de la ayuda a la 

cuantía mínima de la misma. 

 

b) Cuando el padre o la madre integrantes de la unidad familiar no autorizarán al 

órgano gestor de las ayudas económicas a obtener la información sobre su nivel de 

renta de las Administraciones tributarias con las que exista el correspondiente 

Convenio de Colaboración en materia de suministro de información para finalidades no 

tributarias por medios electrónicos, y no aportaran la documentación citada en el 

apartado e) del artículo 18.1, siempre y cuando hayan acreditado junto a la solicitud 

de la ayuda el cumplimiento de los restantes requisitos establecidos en la presente 

Decreto que dan acceso a la ayuda. 

 

c) Cuando el padre o la madre integrantes de la unidad familiar hubiesen realizado, o, 

en su caso, les hubiese correspondido realizar la declaración del IRPF ante una 

Administración tributaria con la que no exista el correspondiente Convenio de 

Colaboración en materia de suministro de información para finalidades no tributarias 

por medios electrónicos, y no aportasen junto a la solicitud de la ayuda la 

documentación citada en el apartado e) del artículo 18.1, siempre y cuando hayan 

acreditado los restantes requisitos que dan acceso a la ayuda. 

 



d) Cuando el padre o la madre integrantes de la unidad familiar hubiese estado 

obligado a presentar la declaración del IRPF en base a su nivel de ingresos, según la 

normativa que regula esta materia, y que según la información obrante en el 

expediente no la haya presentado. 

 

Artículo 25.- Forma y momento de pago. 

 

Las ayudas concedidas se harán efectivas mediante un pago único tras la notificación 

de la resolución de concesión, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 26.5 del 

presente Decreto. 

 

Artículo 26.- Gestión, resolución, plazo para resolver, recursos y procedimiento de 

publicidad. 

 

1.- El órgano que gestionará las ayudas reguladas en el presente Decreto será el 

competente en materia de política familiar. 

 

2.- La concesión y, en su caso, la denegación de las ayudas previstas en este Decreto 

se realizará mediante resolución expresa e individualizada del Director o Directora del 

órgano gestor. Este proceso se efectuará de forma continuada según el orden de 

recepción de solicitudes. 

 

3.- El plazo máximo para resolver y notificar las solicitudes será de seis meses desde 

la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el Registro del órgano competente 

para su tramitación, transcurrido el cual se entenderá concedida la petición de 

subvención si no recayera resolución expresa, a los efectos de lo establecido en el 

artículo 43  de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

 

4.- Contra la resolución de concesión o denegación de la ayuda podrán interponerse los 

recursos pertinentes según la legislación vigente. 

 

5.- La concesión y, en su caso, el pago a las personas beneficiarias de las ayudas 

previstas en el presente Decreto quedarán condicionados a la terminación de cualquier 

procedimiento de reintegro o sancionador que habiéndose iniciado en el marco de 



ayudas o subvenciones de la misma naturaleza concedidas por la Administración 

General de la Comunidad Autónoma del País Vasco y sus organismos autónomos, se 

halle todavía en tramitación. 

 

Artículo 27.- Incompatibilidades. 

 

Todo hijo o hija que haya dado lugar a una ayuda económica con motivo del 

nacimiento, adopción, acogimiento familiar preadoptivo o tutela, no podrá dar lugar a 

una nueva ayuda económica por cualquiera de las situaciones subvencionables citadas, 

cuando en la composición de la unidad familiar que se tenga en cuenta para la 

determinación de la renta familiar estandarizada se integre el padre o la madre del 

mismo o de la misma. 

 

Artículo 28.- Concurrencia de ayudas. 

 

1.- La ayuda económica regulada en el Capítulo II será compatible con las previstas en 

el Capítulo III y Capítulo IV, a las que podrá acumularse. 

 

2.- En el supuesto de guarda y custodia compartida, un mismo hijo o una misma hija 

no podrá computar en las solicitudes de varias personas beneficiarias formando parte 

de unidades familiares diferentes. A estos efectos, se estará a lo dispuesto en el 

artículo 21 del presente Decreto. 

 

3.- No podrán concederse ayudas con arreglo a este decreto en favor de solicitantes 

que hubieran recibido ayudas económicas de apoyo a las familias con hijos e hijas a 

cargo por la misma situación subvencionable al amparo del Decreto 176/2002, de 16 

de julio, por el que se regulan las ayudas económicas a las familias con hijos o hijas, o 

del Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan las ayudas 

económicas a las familias con hijos e hijas. 

 

4.- Las ayudas previstas en el presente Decreto serán compatibles con otras que, para 

la misma finalidad, concedan o puedan establecer cualesquiera de las Administraciones 

Públicas. 

 

Artículo 29.- Publicación de las ayudas concedidas. 



 

Se publicará trimestralmente en la sede electrónica de Euskadi.eus la relación de 

aquellos expedientes en los que se hayan dictado resoluciones de concesión de las 

ayudas regulada en el presente Decreto y sus modificaciones, cuando estas hayan sido 

favorables a la persona interesada, en los que habrá de especificarse el número de 

expediente, línea de la ayuda y cuantía que haya sido concedida. 

 

Artículo 30.- Recursos económicos. 

 

1.- Se consignarán anualmente en los Presupuestos Generales de la Comunidad 

Autónoma del País Vasco los recursos económicos necesarios para la financiación de 

las ayuda económicas previstas en el presente Decreto. El volumen total de las ayudas 

concesibles dentro de un ejercicio presupuestario no superará la citada consignación o 

la que resulte de su actualización, en el caso de que se aprueben modificaciones 

presupuestarias de conformidad con la legislación vigente. 

 

2.- A los efectos de dar cumplimiento al principio de publicidad, el Departamento 

competente en materia de política familiar, mediante Orden de su Consejero o 

Consejera, dará a conocer anualmente la dotación presupuestaria correspondiente para 

la financiación de las ayudas económicas previstas en el presente Decreto, o, en su 

caso, el importe que resulte de su actualización. 

 

Artículo 31.- Inspección y control. 

 

El Departamento competente en materia de política familiar podrá realizar las acciones 

de inspección y control necesarias para garantizar el cumplimiento de las finalidades 

perseguidas por este Decreto. 

 

Artículo 32.- Obligaciones de las personas beneficiarias. 

 

Sin perjuicio de las obligaciones señaladas en el artículo 50.2 del Texto Refundido de la 

Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General del País Vasco, aprobado por 

Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de noviembre , que en su caso resulten aplicables, 

las personas beneficiarias de las ayudas quedan obligadas a: 

 



a) Comunicar cualquier eventualidad que altere sustancialmente el objeto o naturaleza 

de la situación subvencionada, así como a colaborar con el Departamento competente 

en materia de política familiar en los procedimientos de comprobación, inspección, 

seguimiento y control de dichas actividades. 

 

b) Facilitar cuanta información le sea requerida por la Oficina de Control Económico y 

el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas, en el ejercicio de sus funciones de fiscalización 

del destino de las ayudas. 

 

Artículo 33.- Reintegros e incumplimientos. 

 

En el supuesto de que las personas beneficiarias de la ayuda incurriesen en alguno de 

los supuestos del artículo 53.1 del Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores 

de la Hacienda General del País Vasco, aprobado por Decreto Legislativo 1/1997, de 11 

de noviembre , o incumpliesen cualquiera de las condiciones establecidas en el 

presente Decreto y demás normas aplicables, así como en la Resolución de concesión, 

el Director o Directora del órgano gestor, mediante la correspondiente Resolución, 

declarará la pérdida del derecho a la percepción de las cantidades pendientes y, en su 

caso, la obligación de reintegrar a la Tesorería General del País Vasco las cantidades 

percibidas más los intereses legales que correspondan desde el momento del pago de 

la ayuda, sin perjuicio de las demás acciones que procedan, de conformidad con lo 

establecido en el Decreto 698/1991, de 17 de diciembre, por el que se regula el 

régimen general de garantías y reintegros de las subvenciones con cargo a los 

Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma del Euskadi y se establecen los 

requisitos, régimen y obligaciones de las Entidades Colaboradoras que participan en su 

gestión. Las referidas cantidades tendrán consideración de ingresos públicos a los 

efectos legales pertinentes, siendo el régimen de responsabilidades el previsto en el 

artículo 64 del Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda 

General del País Vasco. 

 

DISPOSICIÓN ADICIONAL.- Interoperabilidad. 

 

En el momento en el que esté disponible el servicio de interoperabilidad con el Registro 

Civil, para el caso de matrimonios civiles, o con los Registros de Parejas de Hecho (u 

otros registros de similar naturaleza) de Comunidades Autónomas diferentes a la 

Comunidad Autónoma del País Vasco, y se hayan firmado los convenios oportunos para 

la comprobación o verificación de los datos referentes a la composición de la unidad 

familiar, la persona solicitante podrá autorizar en la solicitud al órgano gestor de las 

ayudas la comprobación o verificación de los datos acreditativos de la composición de 



la unidad familiar, tanto para las personas que ostentan la guardia y custodia como 

para el reconocimiento de los hijos e hijas que dan derecho a la ayuda. 

 

En el mismo sentido, cuando estén disponibles otros servicios de interoperabilidad que 

permitan la verificación de datos que deban ser acreditados por las personas 

solicitantes de las ayudas para el acceso a las mismas, y se hayan firmado los 

oportunos convenios de suministro de información que permitan su comprobación, la 

persona solicitante podrá autorizar en la solicitud al órgano gestor de las ayudas la 

comprobación o verificación de los mismos. 

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.- Situaciones contempladas en el Decreto 

176/2002, de 16 de julio, por el que se regulan las ayudas económicas a las familias 

con hijos o hijas. 

 

En el supuesto de situaciones subvencionables que tuvieran Resolución de concesión 

de la ayuda económica al amparo de lo previsto en el Decreto 176/2002, de 16 de 

julio, y que tuvieran pendientes anualidades de cobro, continuarán rigiéndose por 

dicho Decreto hasta el cobro de la totalidad de las cantidades reconocidas en esa 

Resolución y no les será de aplicación lo dispuesto en este Decreto. 

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.- Situaciones contempladas en el Decreto 

255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan las ayudas económicas a las 

familias con hijos e hijas. 

 

1.- Las ayudas económicas concedidas o que se encuentren en tramitación al amparo 

de lo previsto en el Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan las 

ayudas económicas a las familias con hijos e hijas, y, en todo caso, las situaciones 

subvencionables que hayan tenido lugar hasta el 31 de marzo de 2015, incluido, se 

regirán en su totalidad por lo dispuesto en la citada norma. 

 

2.- Asimismo, las ayudas de mantenimiento que procedan en el año 2015 se regirán 

por lo dispuesto en el Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan las 

ayudas económicas a las familias con hijos e hijas, y no les será de aplicación lo 

dispuesto en este Decreto. 

 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 



 

Queda derogado el Decreto 255/2006, de 19 de diciembre, por el que se regulan las 

ayudas económicas a las familias con hijos e hijas, y, en general, cuantas disposiciones 

de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente Decreto. 

 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA.- Régimen supletorio. 

 

En lo no previsto en este Decreto en relación con el procedimiento administrativo será 

de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

 

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA.- Entrada en vigor. 

 

El presente Decreto entrará en vigor el día 1 de abril de 2015. 

 

 


